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Recomendación 6/2016 

Guadalajara, Jalisco, 18 de marzo de 2016 

Asunto: violación del derecho a la legalidad y seguridad jurídica 

Por incumplimiento de la función pública en la procuración de justicia y el 

derecho a la igualdad en relación con los derechos de mujeres y de niñez 

Queja 2800/2015/III 

 

 

  

Licenciado Carlos Antonio Zamudio Grave 

Fiscal regional 

 

Síntesis 

 

La parte quejosa reclamó como acto de molestia que desde septiembre de 2013 

presentó denuncia penal en contra de la doctora (doctora), en la agencia del 

Ministerio Público de […], que se radicó bajo la averiguación previa […], la cual 

no fue debidamente integrada y mucho menos consignada al juzgado por la 

evidente negligencia médica y omisiones de la referida doctora en su perjuicio y 

de su bebé. Manifestó que la dilación en su indagatoria se debió a la amistad del 

agente del Ministerio Público implicado y el esposo de la médica denunciada. 

 

La Comisión Estatal de Derechos Humanos Jalisco (CEDHJ), con fundamento en 

los artículos 102, apartado B, de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos; 4º y 10 de la Constitución Política del Estado de Jalisco; 1º, 2º, 3º, 4º, 

7º, fracciones XXV y XXVI; 8º, 28, fracción III; 72, 73, 75, 76 y 79 de la Ley de 

la CEDHJ; y 119 de su Reglamento Interior, examinó la queja 2800/15/III, por 

actos y omisiones del agente del Ministerio Público adscrito al municipio de 

Ameca, por considerar que vulneraron los derechos humanos a la legalidad y 

seguridad jurídica de la parte quejosa. 

 

I. ANTECEDENTES Y HECHOS 

 

1. El día […] del mes […] del año […]se recibió la queja que por comparecencia 

presentó (quejosa), por la probable violación de sus derechos humanos, en contra 

del licenciado José Sebastián Rodríguez Cortez, en su calidad de agente del 
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Ministerio Público de Ameca, para lo cual narró de forma textual los siguientes 

hechos: 
 

El del mes […] del año […]interpuse una denuncia penal en contra de la médica (doctora), 

en la agencia del Ministerio Público de Ameca, Jalisco, bajo la averiguación previa 

número […], misma que a la fecha no ha sido integrada debidamente y mucho menos 

consignada al juzgado por la evidente negligencia médica y omisiones que hubo por 

parte de la médica en mi perjuicio y el de mi bebé. Quiero manifestar que el agente del 

Ministerio Público y el esposo de dicha médica son muy buenos amigos, motivo por el 

cual existe dilación en la integración y consignación de mi averiguación previa. También 

quiero manifestar que dicha médica cuenta ya con varias denuncias, las cuales no 

prosperan por la amistad que hay entre dicho agente y el esposo de ésta, por lo que acudo 

a este organismo para que investigue en relación a los hechos. Siendo todo lo que deseo 

manifestar.  

 

2. El día […] del mes […] del año […], esta defensoría pública de derechos humanos 

admitió la inconformidad y solicitó al licenciado José Sebastián Rodríguez Cortez, 

en su calidad de agente del Ministerio Público de Ameca, que cumpliera con lo 

siguiente: 

 
Primero. Rendir un informe pormenorizado en el que se consignen los antecedentes, 

fundamentos y motivaciones de los actos u omisiones que se le imputan, así como una 

narración de circunstancias de tiempo, modo y lugar en que se desarrollaron los hechos. 

 

Segundo. Enviar copia certificada de la totalidad de actuaciones que integren la 

averiguación previa […], misma que integra con motivo de la denuncia presentada por 

la parte quejosa. 

 

Tercero. Enviar copia certificada de toda la documentación y proporcionar los elementos 

de información que considere necesarios para esclarecer los hechos. 

 

Además, se realizaron peticiones al titular de la Dirección Regional Valles (DRV) 

de la Fiscalía General del Estado (FGE), en el siguiente sentido: 
 

Primero. Gire las instrucciones pertinentes al Agente del Ministerio Público que integra 

la denuncia presentada por la parte quejosa, para que cumpla con la máxima diligencia 

el servicio público y abstenga de cualquier acto u omisión que cause deficiencia de dicho 

servicio o implique ejercicio indebido de su cargo. Lo anterior bajo los principios de 

legalidad, honradez, imparcialidad y eficiencia, además de que es el Agente del 

Ministerio Público quien debe reunir los elementos probatorios que lleven a la 

acreditación del cuerpo del delito y la probable responsabilidad penal que corresponde.  
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Segundo. Evalúe y en su caso determine a la brevedad que se asigne la integración de la 

averiguación previa […] a otro Agente del Ministerio Público, con el propósito de 

favorecer su correcto e imparcial integración, considerando la naturaleza de los 

señalamientos realizados por la parte quejosa en contra de la servidora pública señalada 

como responsable.   

 

Tercero. Promueva la pronta, completa y debida impartición de justicia, proporcione 

atención a las víctimas u ofendidos por el delito, facilite su coadyuvancia y ordene la 

detención o retención de los probables responsables de la comisión de delitos en los 

términos del artículo 16 Constitucional. Lo anterior de conformidad con el apartado C, 

del artículo 20 de la Constitución Política de los Estado Unidos Mexicanos.  

 

Cuarto. Gire instrucciones a quien corresponda, para que se proceda a elaborar y enviar 

un cronograma en el que se contemplen todas las diligencias que resulten necesarias para 

la debida integración de la averiguación previa […]. Una vez realizado lo anterior 

proceda a resolver conforme a derecho en un plazo cierto y  

razonable, debiendo remitir copia certificada de la resoluciones respectivas. 

 

Por último, se orientó a la parte quejosa para que, de considerarlo pertinente, 

presentara una queja ante la Dirección General Jurídica (DGJ) de la FGE, y se le 

proporcionó el domicilio.     

 

3. El día […] del mes […] del año […], personal jurídico de este organismo, 

mediante acta circunstanciada, hizo constar que al no encontrar quien recibiera la 

notificación de radicación de la queja, contenida en el oficio […] dirigido a la parte 

quejosa, fijo éste en la puerta de acceso al inmueble. 

 

4. El día […] del mes […] del año […]se recibió el oficio […], suscrito por el maestro 

(funcionario público), director […], quien en respuesta a lo solicitado por este 

organismo informó que el agente del Ministerio Público encargado de integrar la 

averiguación previa […] era el licenciado José Sebastián Rodríguez Cortez.  

Asimismo, informó que no podía  asignar la indagatoria a otra agencia del 

Ministerio Público, porque  los hechos investigados se habían desarrollado en el 

municipio de Ameca.  

 

5. El día […] del mes […] del año […]se recibió el escrito firmado por José 

Sebastián Rodríguez Cortez, agente del Ministerio Público de Ameca, quien 

rindió el informe que le fue requerido por este organismo. Indicó textualmente lo 

siguiente: 
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Efectivamente con fecha día […] del mes […] del año […], la ahora quejosa presentó 

denuncia penal en contra de la (doctora), por el delito de responsabilidad médica en 

agravio de la antes referida y de su bebé recién nacido, radicada bajo el número […], 

denuncia que como lo demuestro con las copias certificadas que se le adjuntan al 

presente oficio, se ha integrado debidamente, hago la aclaración que al esposo de la 

ofendida como refiere la quejosa, lo conozco sólo de vista, ya que el mismo tiene el cargo 

actualmente de director […], y debido a las funciones propias de su cargo ha acudido en 

varias ocasiones a la agencia, con el que únicamente he tenido trato referente a su 

encargo e incluso el mismo no está enterado de que su esposa está denunciada en la 

presente agencia, ya que como lo manifesté no tengo por qué tratar con el mismo asuntos 

que deben de guardar secrecía y reitero amigo no es, es sólo conocido por el trato que 

tengo pues él es el encargado de los asuntos jurídicos del ayuntamiento antes 

mencionado y ese es el único trato que me une con el mismo, reitero que la averiguación 

previa sigue su curso normal de integración, tomando en consideración que el suscrito 

tengo cuatro mesas con sus respectivos secretarios, quienes se encargan de la respectiva 

integración previa supervisión del mismo y dicha inquisitiva la integra la mesa IV por el 

secretario (funcionario público2), quien puede corroborar que en ningún momento el 

suscrito le he dado la orden de que esa averiguación previa no se integre, al contrario 

cuando me pasa a revisión dicha inquisitiva se le da indicaciones de que la integre 

conforme a derecho. 

 

A su informe agregó copia certificada de las actuaciones del expediente que 

integra la averiguación previa […]. 

 

De las referidas actuaciones que integran la indagatoria mencionada, destacan: 

 
a) Denuncia presentada por escrito por parte de (quejosa), el día […] del mes […] del año 
[…], en contra de la (doctora)y del (doctor2), por su probable responsabilidad penal en la 

comisión del delito de negligencia médica y los que resulten; a su escrito de denuncia 

agregó diversas constancias médicas, entre ellas recetas médicas, ultrasonidos, estudios 

de laboratorio, acta de nacimiento de un (menor), certificado de defunción y acta de 

defunción, del mismo menor, ambos documentos citan la causa de muerte por 

malformaciones congénitas y dificultad respiratoria.   

 

b) Acuerdo de radicación del día […] del mes […] del año […], de la denuncia presentada 

por parte de (quejosa), en contra de la (doctora)y del médico (doctor2), por su probable 

responsabilidad penal en la comisión del delito de responsabilidad médica. 

 

c) Acuerdo de ratificación de la denuncia por parte de (quejosa), el día […] del mes […] 
del año […]. 
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c) El día […] del mes […] del año […]se recabaron las declaraciones testimoniales de 

(ciudadana) y (ciudadana2). 

 

c) El día […] del mes […] del año […]el titular de la agencia del Ministerio Público 

solicitó al director del Hospital Regional de Ameca, al director del Centro Médico de 

Occidente del IMSS y al director de la Clínica 180 del IMSS en Tlajomulco de Zúñiga, 

remitieran copia certificada de los expedientes clínicos que respectivamente se 

elaboraron con motivo de la atención médica brindada a (quejosa) y a (menor). 

 

d) El día […] del mes […] del año […]se recibió copia certificada del expediente clínico 

correspondiente al Hospital Regional de Ameca. 

 

e) El día […] del mes […] del año […]se recibió un comunicado por parte del Centro 

Médico Nacional de Occidente (CMNO) en el que se informó que no encontraron 

antecedentes de que la quejosa o su hijo recién nacido hubieran sido atendidos en el 

Hospital de Gineco Obstetricia del CMNO. 

 

f) El día […] del mes […] del año […]se recibió un escrito firmado por la denunciante 

(quejosa) en el que especificó que las áreas a las que se deben dirigir los oficios para 

solicitar copia certificada de los expedientes clínicos en el IMSS, son a las Direcciones 

del CMNO y de la Clínica 180 en Tlajomulco de Zúñiga. 

 

g) El día […] del mes […] del año […] el titular de la agencia del Ministerio Público 

ordenó girar oficio recordatorio a los directores del CMNO y de la Clínica 180 en 

Tlajomulco de Zúñiga, para que remitieran copia certificada de los expedientes clínicos 

ya mencionados. 

 

h) El día […] del mes […] del año […]se recibió un escrito suscrito por la denunciante 

(quejosa)Roldan Rosas, en el que solicitó copia simple de las actuaciones de la 

indagatoria, nombró abogados coadyuvantes y señaló domicilio para recibir 

notificaciones. 

 

i) El día […] del mes […] del año […]se recibieron los expedientes clínicos que fueran 

solicitados al CMNO y a la Clínica 180 de Tlajomulco de Zúñiga. 

 

j) El mes […] del año […] se recibió un escrito suscrito por la denunciante (quejosa), en 

el que solicitó copias certificadas de lo actuado dentro de la averiguación previa […]. 

 

k) El día […] del mes […] del año […] se ordenó girar oficio al Instituto Jalisciense de 

Ciencias Forenses para que ordenara la elaboración de un dictamen de negligencia 

médica. 

 

6. El día […] del mes […] del año […] se abrió el periodo probatorio por un 
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término de cinco días común para ambas partes, a fin de que ofrecieran los medios 

de convicción que favorecieran sus intereses.  

 

7. El día […] del mes […] del año […]se recibió el escrito signado por el servidor 

público involucrado José Sebastián Rodríguez Cortez, agente del Ministerio 

Público en Ameca, quien ofreció prueba testimonial a cargo de (funcionario 

público2), secretario de la agencia del Ministerio Público.  

 

8. El día […] del mes […] del año […], personal jurídico de esta Comisión recabó 

la declaración testimonial de (funcionario público2), prueba ofrecida por el fiscal 

involucrado, quien con relación a los hechos investigados manifestó:  

 
…Sí estoy enterado de la indagatoria y hechos materia de la queja, porque soy secretario, 

conozco el asunto, el licenciado Sebastián no está fue al juzgado, esa averiguación previa 

la […] actualmente no la tenemos, se remitió al área de métodos alternos de solución de 

conflictos, de hecho vi que vinieron pero no sé qué día de la semana pasada, déjame ver 

si encuentro el cuadernillo, ah sí mira aquí está, el último acuerdo es del día […] del mes 

[…] del año […]. Se le preguntó el tiempo promedio en que integran y consigna las 

averiguaciones por este tipo de delito “Responsabilidad Médica” o qué diligencias faltan 

por practicarse para resolver dicha indagatoria y si podía estimar que existía parcialidad 

para los inculpados o una de las partes, respondió lo siguiente: “ la verdad es la primera 

que me tocó sobre este tipo de delitos y no se puede estimar el tiempo que duran, depende 

de varias cosas, pero esta averiguación previa se trabaja de acuerdo a las pautas que 

ordena el titular, o sea el agente del Ministerio Público, el me da luz verde y se hace u 

ordena la diligencia que me autoriza, ahí podrás ver en las actuaciones lo que me 

preguntas, pero sí hablamos de parcialidad a una de las partes pues debería de ser a favor 

de la ofendida, ya que representa sus intereses o bueno así debería de ser, pero en las 

actuaciones verás las fechas y sabrás si hay dilación o no, y de diligencias pendientes 

aún falta que nos entreguen el dictamen médico para determinar mala praxis o 

negligencia médica que se solicitó al Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses, ese 

todavía no lo tenemos”, luego le preguntamos por qué se ordenó hasta el día […] del 

mes […] del año […] dicho dictamen y no desde la radicación de la denuncia de la parte 

quejosa, por cierto presentada desde día […] del mes […] del año […], a lo que 

respondió: “como te digo yo solo recibo órdenes del titular y no sé porque no se pidió en 

ese tiempo, aquí está el acuse de que se entregó al Instituto Jalisciense de Ciencias 

Forenses (IJCF) y todavía no entregan el dictamen, ya ves que se tardan meses en 

emitirlo y no se ordenaron dictámenes en su radicación pero sí se recabaron copias 

certificadas del expediente clínico de los hospitales de aquí de Ameca, del Centro 

Médico en Guadalajara y de una clínica de Tlajomulco”. Siendo todo lo manifestado, 

nos proporcionó copias de las últimas actuaciones de la referida indagatoria y del oficio 

[…] dirigido al Director del IJCF y con acuse que se aprecia […], así como de los 

acuerdos del 7 y 30 de julio, y 5 de agosto de este año. 
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9. El día […] del mes […] del año […], personal jurídico de esta Comisión, elaboró 

acta circunstanciada, correspondiente a la investigación realizada en las 

instalaciones de la agencia del Ministerio Público de Ameca, en la que se asentó: 

 
…hago constar que con las facultades que me confieren los artículos 43 y 44 de la Ley 

de la Comisión Estatal de Derechos Humanos, nos constituimos en la calle […] de esta 

cabecera municipal, donde se encuentran las instalaciones de la Agencia del Ministerio 

Público así como la Dirección Regional de la Fiscalía General del Estado en esta Región 

Valles a efecto de obtener información relativa a los avances de la indagatoria […], para 

lo cual nos identificamos y fuimos atendidos por el licenciado (funcionario público2), a 

quien le expusimos el motivo de nuestra presencia y una vez enterado de lo anterior nos 

manifestó lo siguiente: “no hay actuaciones recientes, la últimas son las que les di copia 

la vez anterior, el MP no está, desde ayer está incapacitado y quizás mañana venga, ayer 

me habló la mamá de la muchacha para decirme que ya había ido o hablado al Instituto 

Jalisciense de Ciencias Forenses para ver lo del dictamen y que le dijeron que se tardaban 

como tres meses pero  que ya lo estaban trabajando”. Siendo todo lo manifestado se 

agradeció la información, y nos dirigimos al domicilio de la parte quejosa para conocer 

más detalles del citado dictamen médico que no ha sido emitido ni obra en actuaciones 

de la averiguación previa, pero después de llamar varias veces a la puerta de la finca 

marcada con el número […], tocamos a la casa contigua, es decir al número 29 donde 

una señora nos informó que no se encuentra nadie, ni la mamá de la quejosa por haber 

ido  dar de desayunar a su mamá, por lo que sin poder avanzar más, se concluye la 

presente diligencia, levantándose esta acta para constancia y para todos los efectos 

legales…” 

 

10. El día […] del mes […] del año […] se ordenó de nuevo la inspección de la 

averiguación previa […], en la agencia del Ministerio Público de Ameca, para 

cerciorarse de los avances o nuevas actuaciones en la referida indagatoria. 

 

11. El día […] del mes […] del año […], personal jurídico de esta Comisión 

suscribió un acta, en la que se asentó: 

 
…hago constar que con las facultades que me confieren los artículos 43 y 44 de la Ley 

de la Comisión Estatal de Derechos Humanos, nos constituimos en la calle […] de esta 

cabecera municipal, donde se encuentran las instalaciones de la Agencia del Ministerio 

Público de este lugar, a efecto de obtener información relativa a los avances de la 

indagatoria […], misma que dio origen a esta queja, e inspeccionar las actuaciones para 

cerciorarnos de ello, para lo cual nos identificamos y fuimos atendidos por el licenciado 

(funcionario público2), a quien le expusimos el motivo de nuestra presencia, una vez 

enterado de lo anterior nos manifestó lo siguiente: “no hay avances en esa previa, ayer  
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vino el abogado de la muchacha, de la presunta víctima, y dijo que ellos ya tenían el dato 

de que fue emitido el dictamen, pero aquí no hemos recibido nada, yo les dije que fueran 

a Guadalajara y les dieran copia del acuse, porque aquí no hemos recibido ningún 

dictamen ni nada”, acto seguido el suscrito visitador le comenté que nos permitiera 

inspeccionar las actuaciones de la referida, a lo que accedió y una vez que las tuvimos a 

la vista se aprecia que el último acuerdo es del día […] del mes […] del año […], 

mediante el cual se tuvo por recibido el oficio del prestador de servicios de medios 

alternos de solución de conflictos de la fiscalía regional, con el que se concluyó los 

métodos alternos de solución de conflictos en virtud de no haber convenio entre las 

partes, de lo cual se nos proporcionó copia para agregar al expediente de queja y que 

surtan sus efectos legales conducentes. Siendo todo lo manifestado se agradeció la 

información, y se concluyó la presente diligencia, levantándose esta acta para constancia 

y para todos los efectos legales que correspondan... 

 

 

II. EVIDENCIAS 

 

a) En del mes […] del año […], (quejosa)compareció ante el agente del Ministerio 

Público de Ameca a denunciar hechos delictuosos en agravio de ella y de su bebé, 

por lo que se inició la averiguación previa […] (punto 1 de antecedentes y hechos). 

 

b) El agente del Ministerio Público responsable de integrar la averiguación previa 

[…] fue omiso en darle seguimiento adecuado al desahogo de las diligencias 

tendentes a reunir el mayor número de elementos de convicción posibles en la 

investigación de los hechos denunciados como delictuosos, incurriendo en 

inactividad durante varios periodos (puntos 5, 8, 9 y 11 de antecedentes y hechos). 

 

c) El licenciado (funcionario público2), secretario de la agencia del Ministerio 

Público de Ameca, el día […] del mes […] del año […] informó al personal de 

esta Comisión que no había avances en la integración de la indagatoria (punto 11 

de antecedentes y hechos). 

 

d) El último acuerdo que obra en el expediente de la averiguación previa […] es 

del día […] del mes […] del año […] (punto 11 de antecedentes y hechos).  

 

Las anteriores evidencias tienen sustento en los siguientes elementos probatorios:  

 

1. Instrumental de actuaciones consistente en la queja que por comparecencia 

presentó (quejosa)por la violación de sus derechos humanos, en contra del agente 
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del Ministerio Público de Ameca, descrita en el punto 1 de antecedentes y hechos. 

 

2. Documental consistente en el informe rendido por José Sebastián Rodríguez 

Cortez, agente del Ministerio Público de Ameca, descrita en el punto 5 de 

antecedentes y hechos.  

 

3. Documental consistente en las actuaciones ministeriales dentro de la 

averiguación previa […], integrada con motivo de la denuncia presentada por 

(quejosa)en contra de personal médico, descrita en el punto 5 de antecedentes y 

hechos. 

 

4. Testimonial consistente en el dicho de (funcionario público2), secretario de a la 

agencia del Ministerio Público de Ameca, asentada en el punto 8 de antecedentes 

y hechos. 

 

5. Instrumental de actuaciones consistente en el acta circunstanciada que  personal 

jurídico de este organismo elaboró el día […] del mes […] del año […], descrita 

en el punto 9 de antecedentes y hechos.    

 

6. Instrumental de actuaciones consistente en el acta circunstanciada elaborada que 

personal jurídico de esta Comisión el día […] del mes […] del año […], descrita 

en el punto 11 de antecedentes y hechos. 

 

7. Instrumental de actuaciones consistente en las constancias de notificación y los 

acuerdos dictados en el presente expediente de queja. 

 

 

III. FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN 

 

Del análisis de los hechos, así como de las pruebas y observaciones que integran 

el expediente, esta defensoría pública determina que fue violado en perjuicio de la 

parte quejosa su derecho humano a la legalidad y seguridad jurídica por dilación 

en la procuración de justicia. Esta conclusión tiene sustento jurídico en una 

interpretación basada en los principios constitucionales, así como en una 

interpretación sistemática interna y externa, integral, literal, histórica, principalista 

y comparatista, que se llevará a cabo con las normas mínimas de argumentación y 

basada en un método deductivo para el análisis de los postulados jurídicos que 
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surgen de la legislación aplicable, complementada con el método inductivo de 

análisis de pruebas y aplicación de los conceptos, en este caso concreto. 

 

Legalidad y seguridad jurídica  
 

Este derecho, considerado por la doctrina como parte de los derechos civiles y 

políticos o de primera generación, atiende a que los actos de la administración 

pública y de la administración y procuración de justicia se realicen con apego del  

orden jurídico, a fin de evitar que se produzcan perjuicios indebidos en contra de 

las personas. 

 

El bien jurídico protegido por el derecho a la legalidad es la observancia adecuada 

por parte del Estado al orden jurídico, entendiendo por éste la permanencia en un 

estado de disfrute de los derechos concebidos en el ordenamiento jurídico, sin que 

se causen perjuicios indebidos como resultado de una deficiente aplicación del 

derecho. Asimismo, este derecho tiene como sujeto titular a cualquier persona, por 

su generalidad e importancia. 

 

El derecho a la legalidad compromete todos los actos de la administración pública 

con lo establecido en el orden jurídico, con el fin de evitar un menoscabo de los 

derechos de los ciudadanos. 

 

Ahora bien, en lo referente a las condiciones de vulneración del bien jurídico 

protegido, encontramos una aplicación incorrecta de la ley, o en su caso, la no 

aplicación de ella, a pesar de la satisfacción del supuesto normativo y, además, un 

perjuicio contra el derechohabiente que tenga como causa precisamente la 

inadecuada omisa aplicación del derecho. 

 

Como estructura jurídica del derecho, el de la legalidad implica un derecho 

subjetivo consistente en la satisfacción de la expectativa de no ser víctima de una 

inadecuada u omisa aplicación de la ley que traiga como consecuencia un 

perjuicio. Como contrapartida, supone cumplir comportamientos obligatorios 

para la autoridad, sean éstos conductas de acción u omisión. 

 

Incumplimiento de la función pública en la procuración de justicia 

 

El incumplimiento de la función pública en la procuración de justicia se acredita 
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con los siguientes elementos:1 

 

1. Incumplimiento de las obligaciones derivadas de la relación jurídica existente 

entre el Estado y los servidores públicos. 

 

2. Realizada por funcionarios o servidores públicos encargados de la 

administración o de la procuración de justicia, directamente o con su anuencia.  

 

3. Que afecte los derechos de terceros. 

 

En la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el derecho a la 

legalidad se encuentra garantizado en el contenido de sus 136 artículos, los cuales 

son el primer referente a cumplir por parte de los elementos del Estado mexicano.  

 

En relación con el desempeño del servicio público, tiene particular relevancia lo 

dispuesto en los siguientes artículos:  
 

Título Cuarto 

 

De las responsabilidades de los servidores públicos y patrimonial del Estado 

 

Artículo 108. Para los efectos de las responsabilidades a que alude este Título se reputarán 

como servidores públicos a los representantes de elección popular, a los miembros del 

Poder Judicial Federal y del Poder Judicial del Distrito Federal, los funcionarios y 

empleados y, en general, a toda persona que desempeñe un empleo, cargo o comisión de 

cualquier naturaleza en el Congreso de la Unión, en la Asamblea Legislativa del Distrito 

Federal o en la Administración Pública Federal o en el Distrito Federal, así como a los 

servidores públicos de los organismos a los que esta Constitución otorgue autonomía, 

quienes serán responsables por los actos u omisiones en que incurran en el desempeño de 

sus respectivas funciones. 

 

[…] 

 

Las Constituciones de los Estados de la República precisarán, en los mismos términos del 

primer párrafo de este artículo y para los efectos de sus responsabilidades, el carácter de 

servidores públicos de quienes desempeñen empleo, cargo o comisión en los Estados y en 

los Municipios 

 

                                                           
1José Luis Soberanes Fernández, Manual para la calificación de hechos violatorios de los derechos humanos. 

México, Comisión Nacional de los Derechos Humanos y Editorial Porrúa, 2008, p. 163. 
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Artículo 113. Las leyes sobre responsabilidades administrativas de los servidores 

públicos, determinarán sus obligaciones a fin de salvaguardar la legalidad, honradez, 

lealtad, imparcialidad, y eficiencia en el desempeño de sus funciones, empleos, cargos y 

comisiones; las sanciones aplicables por los actos u omisiones en que incurran, así como 

los procedimientos y las autoridades para aplicarlas. Dichas sanciones, además de las que 

señalen las leyes, consistirán en suspensión, destitución e inhabilitación, así como en 

sanciones económicas, y deberán establecerse de acuerdo con los beneficios económicos 

obtenidos por el responsable y con los daños y perjuicios patrimoniales causados por sus 

actos u omisiones a que se refiere la fracción III del artículo 109, pero que no podrán 

exceder de tres tantos de los beneficios obtenidos o de los daños y perjuicios causados. 

 

La responsabilidad del Estado por los daños que, con motivo de su actividad 

administrativa irregular, cause en los bienes o derechos de los particulares, será objetiva 

y directa. Los particulares tendrán derecho a una indemnización conforme a las bases, 

límites y procedimientos que establezcan las leyes. 

 

No sólo en la legislación interna se reconoce este derecho, también se encuentra 

previsto en los siguientes instrumentos internacionales: 

 

Declaración Universal de Derechos Humanos, adoptada y proclamada por la 

Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas (ONU), en su 

resolución 217 A (III), en París, Francia, y firmada por México el 10 de diciembre 

de 1948, que al respecto señala:  

  
Artículo 2. Toda persona tiene todos los derechos y libertades proclamados en esta 

Declaración, sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política 

o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o 

cualquier otra condición… 

 

Artículo 7. Todos son iguales ante la ley y tienen, sin distinción, derecho a igual protección 

de la ley… 

 

 

Artículo 29.  

 

[…] 

 

En el ejercicio de sus derechos y en el disfrute de sus libertades, toda persona estará 

solamente sujeta a las limitaciones establecidas por la ley con el único fin de asegurar el 

reconocimiento y el respeto de los derechos y libertades de los demás, y de satisfacer las 

justas exigencias de la moral, del orden público y del bienestar general en una sociedad 

democrática… 
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Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, aprobada por la 

Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos (OEA), el 2 de 

mayo de 1948, que establece lo siguiente:  
 

Derecho de igualdad ante la ley. 

Artículo II. Todas las personas son iguales ante la ley y tienen los derechos y deberes 

consagrados en esta declaración sin distinción de raza, sexo, idioma, credo ni otra alguna. 

  
[…]  

 

Convención Americana sobre Derechos Humanos, suscrita en la Conferencia 

Especializada de Derechos Humanos convocada por la OEA, realizada en San 

José, Costa Rica, del 7 al 22 de noviembre de 1969, aprobada por el Senado de 

nuestro país el 18 de diciembre de 1980, según decreto publicado en el Diario 

Oficial de la Federación el 9 de enero de 1981 y vigente en México desde el 24 

de marzo de 1981 y en la cual se establece: 

 
Artículo 1.  Obligación de Respetar los Derechos 
 1. Los Estados Partes en esta Convención se comprometen a respetar los derechos y 

libertades reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que 

esté sujeta a su jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, 

idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, 

posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social. 

 2. Para los efectos de esta Convención, persona es todo ser humano. 

 

[…] 

 

Artículo 24. Igualdad ante la ley. 

Todas las personas son iguales ante la ley, en consecuencia, tienen derecho sin 

discriminación, a igual protección de la ley. 

 

Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, aprobado por la Asamblea de 

la ONU, mediante resolución 2200 A (XXI), el 16 de diciembre de 1966, aprobado 

por el Senado de nuestro país el 18 de diciembre de 1980, ratificado por México 

el 23 de marzo de 1981, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 20 de 

mayo de ese mismo año, en vigor en México desde el 23 de junio de 1981, que 

dispone: 

 
Artículo 2 
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1. Cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto se compromete a respetar y a 

garantizar a todos los individuos que se encuentren en su territorio y estén sujetos a su 

jurisdicción los derechos reconocidos en el presente Pacto, sin distinción alguna de raza, 

color, sexo, idioma, religión, opinión política o de otra índole, origen nacional o social, 

posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social. 

 

2. Cada Estado Parte se compromete a adoptar, con arreglo a sus procedimientos 

constitucionales y a las disposiciones del presente Pacto, las medidas oportunas para dictar 

las disposiciones legislativas o de otro carácter que fueren necesarias para hacer efectivos 

los derechos reconocidos en el presente Pacto y que no estuviesen ya garantizados por 

disposiciones legislativas o de otro carácter. 

 

3. Cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto se compromete a garantizar que: 

 

a) Toda persona cuyos derechos o libertades reconocidos en el presente Pacto hayan sido 

violados podrá interponer un recurso efectivo, aun cuando tal violación hubiera sido 

cometida por personas que actuaban en ejercicio de sus funciones oficiales; 

 

b) La autoridad competente, judicial, administrativa o legislativa, o cualquiera otra 

autoridad competente prevista por el sistema legal del Estado, decidirá sobre los derechos 

de toda persona que interponga tal recurso, y desarrollará las posibilidades de recurso 

judicial; 

 

c) Las autoridades competentes cumplirán toda decisión en que se haya estimado 

procedente el recurso. 

 

Artículo 14 1. Todas las personas son iguales ante los tribunales y cortes de justicia. Toda 

persona tendrá derecho a ser oída públicamente y con las debidas garantías por un tribunal 

competente, independiente e imparcial, establecido por la ley, en la substanciación de 

cualquier acusación de carácter penal formulada contra ella o para la determinación de sus 

derechos u obligaciones de carácter civil…  

 

El derecho humano a la legalidad, incluye el debido funcionamiento de la función 

pública, de manera que: falsa acusación, falta de fundamentación o motivación 

legal y la prestación del servicio público, son algunas de las violaciones de este 

derecho, sancionables de acuerdo con la siguiente legislación secundaria: 
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Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos: 
 

Artículo 47. 

Todo servidor público tendrá las siguientes obligaciones, para salvaguardar la legalidad, 

honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que deben ser observadas en el desempeño 

de su empleo, cargo o comisión, y cuyo incumplimiento dará lugar al procedimiento y a 

las sanciones que correspondan, sin perjuicio de sus derechos laborales, así como de las 

normas específicas que al respecto rijan en el servicio de las fuerzas armadas: 

 

I. Cumplir con la máxima diligencia el servicio que le sea encomendado y abstenerse de 

cualquier acto u omisión que cause la suspensión o deficiencia de dicho servicio o 

implique abuso o ejercicio indebido de un empleo, cargo o comisión; 

 

II. Formular y ejecutar legalmente, en su caso, los planes, programas y presupuestos 

correspondientes a su competencia, y cumplir las leyes y otras normas que determinen el 

manejo de recursos económicos públicos; 

 

[…] 

 

XX. Supervisar que los servidores públicos sujetos a su dirección, cumplan con las 

disposiciones de este artículo; y denunciar por escrito, ante el superior jerárquico o la 

contraloría interna, los actos u omisiones que en ejercicio de sus funciones llegare a 

advertir respecto de cualquier servidor público que pueda ser causa de responsabilidad 

administrativa en los términos de esta ley, y de las normas que al efecto se expidan; 

 

[…] 

 

XXII. Abstenerse de cualquier acto u omisión que implique incumplimiento de cualquier 

disposición jurídica relacionada con el servicio público,  

 

[…] 

 

XXIV. Las demás que le impongan las leyes y reglamentos. 

 

Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos: 
 

Artículo 7. Será responsabilidad de los sujetos de la Ley ajustarse, en el desempeño de sus 

empleos, cargos o comisiones, a las obligaciones previstas en ésta, a fin de salvaguardar 

los principios de legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que rigen en el 

servicio público. 

 

Artículo 8. Todo servidor público tendrá las siguientes obligaciones: 
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I. Cumplir el servicio que le sea encomendado y abstenerse de cualquier acto u omisión 

que cause la suspensión o deficiencia de dicho servicio o implique abuso o ejercicio 

indebido de un empleo, cargo o comisión; 

 

[…] 

 

XXIV. Abstenerse de cualquier acto u omisión que implique incumplimiento de cualquier 

disposición legal, reglamentaria o administrativa relacionada con el servicio público. 

 

El incumplimiento a lo dispuesto en el presente artículo dará lugar al procedimiento y a 

las sanciones que correspondan, sin perjuicio de las normas específicas que al respecto 

rijan en el servicio de las fuerzas armadas. 

 

Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado de Jalisco, que 

de forma particular señala: 
 

Artículo 2º. Para los efectos de esta ley, se consideran servidores públicos a los 

representantes de elección popular; a los miembros del Poder Judicial del Estado e 

integrantes del Tribunal de Arbitraje y Escalafón previstos en la Constitución Política del 

Estado de Jalisco; a los miembros del Instituto Electoral y de Participación Ciudadana del 

Estado; a los integrantes de la Comisión Estatal de Derechos Humanos, los integrantes del 

Instituto de Transparencia e Información Pública del Estado y en general, a toda persona 

que desempeñe un cargo o comisión de cualquiera naturaleza en la administración pública 

del Estado o de los municipios, así como a quienes presten servicios en los organismos 

públicos descentralizados, fideicomisos públicos y empresas de participación estatal o 

municipal mayoritaria, quienes serán responsables por los actos u omisiones en que 

incurran por el desempeño de sus respectivas funciones. 

 

Artículo 61. Todo servidor público, para salvaguardar la legalidad, honradez, lealtad, 

imparcialidad y eficiencia que debe observar en el desempeño de su empleo, cargo o 

comisión, y sin perjuicio de sus derechos y obligaciones laborales, tendrá las siguientes 

obligaciones: 

 

I. Cumplir con la máxima diligencia el servicio que le sea encomendado, y abstenerse de 

cualquier acto u omisión que cause la suspensión o deficiencia de dicho servicio o 

implique abuso o ejercicio indebido de su empleo, cargo o comisión. 

 

[…] 

 

XVIII. Abstenerse de cualquier acto u omisión que implique incumplimiento de las 

disposiciones jurídicas relacionadas con el servicio público; 
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[…] 

 

Artículo 62. Incurren en responsabilidad administrativa los servidores públicos que 

cometan actos u omisiones en contravención a lo dispuesto por el artículo 61 y de 

cualquier disposición legal relacionada con el cumplimiento de sus obligaciones. 

 

 

Derecho a la igualdad en relación con los derechos de mujeres y de niñez 

 

El derecho a la igualdad es la prerrogativa que se le reconoce a todas las personas 

para disfrutar de los derechos establecidos y protegidos por la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos y todos los tratados internacionales 

suscritos y ratificados por nuestro país sin ningún tipo de discriminación y 

garantizando condiciones iguales y equitativas para todas las personas, atendiendo 

a sus circunstancias particulares y evitando todo tipo de discriminación motivada 

por origen étnico o nacional, género, edad, discapacidades, condición social, 

condiciones de salud, religión, opiniones, preferencias, estado civil o cualquier 

otra que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar 

los derechos y libertades de las personas en las esferas política, económica, social, 

cultural o cualquier otra de la vida pública. 

 

Este derecho tiene a la igualdad como bien jurídico protegido, y los sujetos 

titulares de ella son todo ser humano, mientras que los obligados son cualquier 

servidor público o particulares que actúen bajo la anuencia o tolerancia de los 

titulares, mediante acciones u omisiones, directa o indirectamente, que vulneren 

la seguridad jurídica del titular del derecho en cuanto al estricto cumplimiento del 

orden jurídico por parte del Estado. 

 

Dentro del derecho a la igualdad, se prevé la tutela de los grupos vulnerables, que 

en virtud de su edad, raza, sexo, condición económica, social, características 

físicas, circunstancias culturales y políticas u orientación sexual, pueden encontrar 

mayores obstáculos en el ejercicio de sus derechos, la tutela de los derechos de la 

niñez reviste una particular protección en la legislación federal e internacional, 

como se expresa en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en 

los artículos siguientes: 
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Artículo 1. 

 

[…] 

 

Queda prohibida toda discriminación motivada por origen étnico o nacional, el género, 

la edad, las discapacidades, la condición social, las condiciones de salud, la religión, las 

opiniones, las preferencias sexuales, el estado civil o cualquier otra que atente contra la 

dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de 

las personas [reformado mediante decreto, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 

10 de junio de 2011]. 

 

Artículo 4. […] 

 

En todas las decisiones y actuaciones del Estado se velará y cumplirá con el principio del 

interés superior de la niñez, garantizando de manera plena sus derechos. Los niños y las 

niñas tienen derecho a la satisfacción de sus necesidades de alimentación, salud, educación 

y sano esparcimiento para su desarrollo integral. Este principio deberá guiar el diseño, 

ejecución, seguimiento y evaluación de las políticas públicas dirigidas a la niñez 

 

Los ascendientes, tutores y custodios tienen la obligación de preservar y exigir el 

cumplimiento de estos derechos y principios. 

 

El Estado otorgará facilidades a los particulares para que coadyuven al cumplimiento de 

los derechos de la niñez… 

 

A su vez, con base en las argumentaciones plasmadas en cuanto a la recepción del 

derecho internacional en nuestro país, conforme a las fechas de suscripción y 

ratificación ya citadas, este derecho humano se encuentra fundamentado en los 

siguientes acuerdos e instrumentos  internacionales: 

 

Declaración Universal de Derechos Humanos: 
 

Artículo 1. 

Todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos y, dotados como 

están de razón y conciencia, deben comportarse fraternalmente los unos con los otros. 

 

Artículo 2.1  

Toda persona tiene todos los derechos y libertades proclamadas en esta Declaración, sin 

distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de cualquier otra 

índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra 

condición. 

 

Artículo 2.2 
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Además, no se hará distinción alguna fundada en la condición política, jurídica o 

internacional del país o territorio de cuya jurisdicción dependa una persona, tanto si se 

trata de un país, independientemente como de un territorio bajo administración fiduciaria, 

no autónoma o sometida a cualquier otra limitación de soberanía. 

 

[…] 

 

Artículo 7 

Todos son iguales ante la ley y tienen, sin distinción, derecho a igual protección de la ley. 

Todos tienen derecho a igual protección contra toda discriminación que infrinja esta 

Declaración y contra toda provocación a tal discriminación. 

 

La Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, en su artículo 

II, expresa: “Todas las personas son iguales ante la ley y tienen los derechos y 

deberes consagrados en esta declaración sin distinción de raza, sexo, idioma, credo 

ni alguna otra.” 

 

Como otro punto de aclaración para el abordaje del derecho de la niñez se 

encuentra la Declaración de los Derechos del Niño, aprobada por la Asamblea 

General de las Naciones Unidas (ONU) el 20 de noviembre de 1959, que incluye 

una serie de principios de los cuales, por su relevancia para el presente caso, se 

citan los siguientes: 
 

Principio 2. 

El niño gozará de una protección especial y dispondrá de oportunidades y servicios, 

dispensado todo ello por la ley y por otros medios, para que pueda desarrollarse física, 

mental, moral, espiritual y socialmente en forma saludable y normal, así como en 

condiciones de libertad y dignidad. Al promulgar leyes con este fin, la consideración 

fundamental a que se atenderá será el interés superior del niño. 

 

Principio 4. 

El niño debe gozar de los beneficios de la seguridad social. 

 

Tendrá derecho a crecer y desarrollarse en buena salud; con este fin deberán 

proporcionarse, tanto a él como a su madre, cuidados especiales, incluso atención prenatal 

y postnatal. 

 

El niño tendrá derecho a disfrutar de alimentación, vivienda, recreo y servicios médicos 

adecuados. 
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La Convención Americana sobre Derechos Humanos, en el artículo 24 expresa: 

“Todas las personas son iguales ante la ley. En consecuencia, tienen derecho, sin 

discriminación, a igual protección de la ley.” 

 

Por su parte, y como un documento relevante en el ámbito de la defensa de los 

derechos de la niñez, se encuentra lo dispuesto en la Convención sobre los 

Derechos del Niño, suscrita y ratificada por nuestro país el 19 de junio de 1990 y 

que señala: 

 
Artículo 1 

Para los efectos de la presente Convención, se entiende por niño todo ser humano menor 

de dieciocho años de edad, salvo que, en virtud de la ley que le sea aplicable, haya 

alcanzado antes la mayoría de edad.  

 

Artículo 2 

1. Los Estados Partes respetarán los derechos enunciados en la presente Convención y 

asegurarán su aplicación a cada niño sujeto a su jurisdicción, sin distinción alguna, 

independientemente de la raza, el color, el sexo, el idioma, la religión, la opinión política 

o de otra índole, el origen nacional, étnico o social, la posición económica, los 

impedimentos físicos, el nacimiento o cualquier otra condición del niño, de sus padres o 

de sus representantes legales.  

 

[…] 

 

Artículo 3 

1. En todas las medidas concernientes a los niños que tomen las instituciones públicas o 

privadas de bienestar social, los tribunales, las autoridades administrativas o los órganos 

legislativos, una consideración primordial a que se atenderá será el interés superior del 

niño.  

 

2. Los Estados Partes se comprometen a asegurar al niño la protección y el cuidado que 

sean necesarios para su bienestar, teniendo en cuenta los derechos y deberes de sus padres, 

tutores u otras personas responsables de él ante la ley y, con ese fin, tomarán todas las 

medidas legislativas y administrativas adecuadas.  

 

3. Los Estados Partes se asegurarán de que las instituciones, servicios y establecimientos 

encargados del cuidado o la protección de los niños cumplan las normas establecidas por 

las autoridades competentes, especialmente en materia de seguridad, sanidad, número y 

competencia de su personal, así como en relación con la existencia de una supervisión 

adecuada. 

 

[…] 
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Artículo 6 

1. Los Estados Partes reconocen que todo niño tiene el derecho intrínseco a la vida.  

 

2. Los Estados Partes garantizarán en la máxima medida posible la supervivencia y el 

desarrollo del niño. 

 […] 

 

Artículo 24 

1. Los Estados Partes reconocen el derecho del niño al disfrute del más alto nivel posible 

de salud y a servicios para el tratamiento de las enfermedades y la rehabilitación de la 

salud. Los Estados Partes se esforzarán por asegurar que ningún niño sea privado de su 

derecho al disfrute de esos servicios sanitarios.  

[...] 

 

         Artículo 39 

Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para promover la recuperación 

física y psicológica y la reintegración social de todo niño víctima de: cualquier forma de 

abandono, explotación o abuso; tortura u otra forma de tratos o penas crueles, inhumanas 

o degradantes; o conflictos armados. Esa recuperación y reintegración se llevarán a cabo 

en un ambiente que fomente la salud, el respeto de sí mismo y la dignidad del niño. 

 

A su vez, el Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, adoptado 

en la ciudad de San Salvador, El Salvador, el 17 de noviembre de 1988, señala: 

 
Artículo 16. Derecho de la niñez: 

Todo niño sea cual fuere su filiación tiene derecho a las medidas de protección que su 

condición de menor requiere por parte de su familia, de la sociedad y del Estado. Todo 

niño tiene el derecho a crecer al amparo y bajo la responsabilidad de sus padres; salvo 

circunstancias excepcionales, reconocidas judicialmente, el niño de corta edad no debe ser 

separado de su madre. Todo niño tiene derecho a la educación gratuita y obligatoria, al 

menos en su fase elemental, y a continuar su formación en niveles más elevados del 

sistema educativo. 

 

En el mismo sentido de especificidad respecto a la niñez se expresa el Pacto 

Internacional de los Derechos Civiles y Políticos, en los siguientes artículos: 

 
Artículo 2.1 

Cada uno de los Estados partes en el presente Pacto, se compromete a respetar y garantizar 

a todos los individuos que se encuentren en su territorio y estén sujetos a su jurisdicción 

los derechos reconocidos en el presente Pacto, sin distinción alguna de raza, color, sexo, 
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idioma, religión, opinión política o de otra índole, origen nacional o social, posición 

económica, nacimiento o cualquier otra condición social. 

 

Artículo 24 

I.  Todo niño tiene derecho, sin discriminación alguna por motivo de raza, color, sexo, 

idioma, religión, origen nacional o social, posición económica o nacimiento, a las medidas 

de protección que su condición de menor requiere, tanto por parte de su familia como de 

la sociedad y del Estado. 

 

Artículo 26 

Todas las personas son iguales ante la ley y tienen derecho sin discriminación, a igual 

protección de la ley. A este respecto, la ley prohibirá todo tipo de discriminación y 

garantizará a todas las personas protección igual y efectiva contra cualquier discriminación 

por motivos de raza, color, sexo, religión, opiniones políticas o de cualquier índole, origen 

nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social. 

 

A su vez, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 

expresa: 

 
Artículo 2. 

[…] 

 

2. Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a garantizar el ejercicio de los 

derechos que en él se enuncian, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, 

idioma, religión, opinión política o de cualquier otra índole, origen nacional o social, 

posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social. 
 

Artículo 12 

1. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona al disfrute 

del más alto nivel posible de salud física y mental.  

 

2. Entre las medidas que deberán adoptar los Estados Partes en el Pacto a fin de asegurar 

la plena efectividad de este derecho, figurarán las necesarias para:  

 

a) La reducción de la mortinatalidad y de la mortalidad infantil, y el sano desarrollo de los 

niños; 

 

Este derecho humano a la Igualdad en relación con la niñez, también se encuentra 

plasmado en la siguiente legislación secundaria: 
 

Ley para la Protección de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes: 
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Artículo 2. Para los efectos de esta ley, son niñas y niños las personas de hasta 12 años 

incompletos, y adolescentes los que tienen entre 12 años cumplidos y 18 años 

incumplidos. 

 

Artículo 3. La protección de los derechos de niñas, niños y adolescentes, tiene como 

objetivo asegurarles un desarrollo pleno e integral, lo que implica la oportunidad de 

formarse física, mental, emocional, social y moralmente en condiciones de igualdad. 

 

Son principios rectores de la protección de los derechos de niñas, niños y adolescentes:  

 

A. El del interés superior de la infancia. 

 

B. El de no-discriminación por ninguna razón, ni circunstancia. 

 

C. El de igualdad sin distinción de raza, edad, sexo, religión, idioma o lengua, opinión 

política o de cualquier otra índole, origen étnico, nacional o social, posición económica, 

discapacidad, circunstancias de nacimiento o cualquiera otra condición suya o de sus 

ascendientes, tutores o representantes legales.  

 

[…] 

 

F. El de corresponsabilidad de los miembros de la familia, Estado y sociedad. 

 

G. El de la tutela plena e igualitaria de los derechos humanos y de las garantías 

constitucionales. 

 

Artículo 16. Niñas, niños y adolescentes tienen reconocidos sus derechos y no deberá 

hacerse ningún tipo de discriminación en razón de raza, color, sexo, idioma o lengua, 

religión; opinión política; origen étnico, nacional o social; posición económica; 

discapacidad física, circunstancias de nacimiento o cualquier otra condición no prevista 

en este artículo.  

 

Es deber de las autoridades adoptar las medidas apropiadas para garantizar el goce de su 

derecho a la igualdad en todas sus formas… 

 

Ley de los Derechos de las Niñas, los Niños y Adolescentes en el Estado de  

Jalisco: 

 
Artículo 4. Son principios rectores en la observancia, interpretación y aplicación de esta 

ley, los siguientes: 

 

[…] 
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II. Igualdad sin discriminación alguna; 

 

III. El respeto por la vida e integridad de las niñas, los niños y adolescentes; 

 

IV. La corresponsabilidad de los padres o tutores y la responsabilidad subsidiaria de las 

autoridades y la sociedad en general… 

 

[…] 

 

Artículo 18.Las niñas, los niños y adolescentes son iguales en sus derechos, por lo que se 

deben respetar éstos sin distinción alguna, independientemente de la raza, situación 

económica, color, sexo, idioma, religión, opinión, circunstancia de nacimiento o cualquier 

otro factor. Toda niña, niño y adolescente tiene derecho a no ser discriminado… 

 

Algunos fundamentos relacionados con los derechos humanos de mujeres las 

encontramos en la siguiente legislación: 
 

Declaración sobre la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer: 

 
Artículo 1.  

La discriminación contra la mujer, por cuanto niega o limita su igualdad de derechos con 

el hombre, es fundamentalmente injusta y constituye una ofensa a la dignidad humana. 
 

Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la 

Mujer  
 

Artículo 1. 

A los efectos de la presente Convención, la expresión "discriminación contra la mujer" 

denotará toda distinción, exclusión o restricción basada en el sexo que tenga por objeto 

o resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio por la mujer, 

independientemente de su estado civil, sobre la base de la igualdad del hombre y la 

mujer, de los derechos humanos y las libertades fundamentales en las esferas política, 

económica, social, cultural y civil o en cualquier otra esfera. 

 

Artículo 3.  

Los Estados Partes tomarán en todas las esferas, y en particular en las esferas política, 

social, económica y cultural, todas las medidas apropiadas, incluso de carácter 

legislativo, para asegurar el pleno desarrollo y adelanto de la mujer, con el objeto de 

garantizarle el ejercicio y el goce de los derechos humanos y las libertades fundamentales 

en igualdad de condiciones con el hombre. 
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Artículo 5.  

Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para:  

 

a) Modificar los patrones socioculturales de conducta de hombres y mujeres, con miras 

a alcanzar la eliminación de los prejuicios y las prácticas consuetudinarias y de cualquier 

otra índole que estén basados en la idea de la inferioridad o superioridad de cualquiera 

de los sexos o en funciones estereotipadas de hombres y mujeres; 

 

Artículo 12. Observación general sobre su aplicación: 

2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo 1 supra, los Estados Partes garantizarán a 

la mujer servicios apropiados en relación con el embarazo, el parto y el período posterior 

al parto, proporcionando servicios gratuitos cuando fuere necesario, y le asegurarán una 

nutrición adecuada durante el embarazo y la lactancia. 

 

Artículo 15.  

Los Estados Partes reconocerán a la mujer la igualdad con el hombre ante la ley.  

Los Estados Partes reconocerán a la mujer, en materias civiles, una capacidad jurídica 

idéntica a la del hombre y las mismas oportunidades para el ejercicio de esa capacidad. 

En particular, le reconocerán a la mujer iguales derechos para firmar contratos y 

administrar bienes y le dispensarán un trato igual en todas las etapas del procedimiento 

en las cortes de justicia y los tribunales.  

[…] 

 

Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia 

contra la Mujer (Convención de Belem do Para): 
 

Artículo 3. 

Toda Mujer tiene derecho a una vida libre de violencia, tanto en el ámbito público como 

en el privado. 

 

Artículo 4. 

 

Toda mujer tiene derecho al reconocimiento, goce, ejercicio y protección de todos los 

derechos humanos y a las libertades consagradas por los instrumentos regionales e 

internacionales sobre derechos humanos.  

 

Estos derechos comprenden, entre otros: 

 

e) El derecho a que se respete la dignidad inherente a su persona y que se proteja a su 

familia; 

f) El derecho de igualdad de protección ante la Ley y de la Ley; 

g) El derecho a un recurso sencillo y rápido ante los Tribunales competentes, que la 

ampare contra actos que violen sus derechos. 
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Artículo 5. 

Toda mujer podrá ejercer libre y plenamente sus derechos civiles, políticos, económicos, 

sociales y culturales y contará con la total protección de esos derechos consagrados en 

los instrumentos regionales e internacionales sobre derechos humanos. Los Estados 

Partes reconocen que la violencia contra la mujer impide y anula el ejercicio de esos 

derechos. 

 

Artículo 6. 

El derecho de toda Mujer a una vida libre de violencia incluye, entre otros: 

 

a) El derecho de la mujer a ser libre de toda forma de discriminación. 

 

Artículo 7. 

Los Estados Partes condenan a todas las formas de violencia contra la mujer y convienen 

en adoptar, por todos los medios apropiados y sin dilaciones, políticas orientadas a 

prevenir, sancionar y erradicar dicha violencia y en llevar a cabo lo siguiente: 

 

a. Abstenerse de cualquier acción o práctica de violencia contra la mujer y velar por que 

las autoridades, sus funcionarios, personal y agentes e instituciones se comporten de 

conformidad con esta obligación; 

 

b. Actuar con la debida diligencia para prevenir, investigar y sancionar la violencia 

contra la mujer; 

 

Artículo 8. 

Los Estados Partes convienen en adoptar, en forma progresiva, medidas específicas, 

inclusive programas para: 

 

a. Fomentar el conocimiento y la observancia del derecho de la mujer a una vida libre de 

violencia, y el derecho de la mujer a que se respeten y protejan sus derechos humanos; 

 

Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia  
 

Artículo 18. Violencia Institucional: Son los actos u omisiones de las y los servidores 

públicos de cualquier orden de gobierno que discriminen o tengan como fin dilatar, 

obstaculizar o impedir el goce y ejercicio de los derechos humanos de las mujeres así 

como su acceso al disfrute de políticas públicas destinadas a prevenir, atender, investigar, 

sancionar y erradicar los diferentes tipos de violencia. 

 

Ley General para la Igualdad entre Mujeres y Hombres 
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Artículo 1. La presente Ley tiene por objeto regular y garantizar la igualdad de 

oportunidades y de trato entre mujeres y hombres, 

Artículo 2.- Son principios rectores de la presente Ley: la igualdad, la no discriminación, 

la equidad y todos aquellos contenidos en la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos. 

Artículo 5.- Para los efectos de esta Ley se entenderá por: 

V. Igualdad Sustantiva. Es el acceso al mismo trato y oportunidades para el 

reconocimiento, goce o ejercicio de los derechos humanos y las libertades 

fundamentales;  

 

VI. Perspectiva de Género. Concepto que se refiere a la metodología y los mecanismos 

que permiten identificar, cuestionar y valorar la discriminación, desigualdad y exclusión 

de las mujeres, que se pretende justificar con base en las diferencias biológicas entre 

mujeres y hombres, así como las acciones que deben emprenderse para actuar sobre los 

factores de género y crear las condiciones de cambio que permitan avanzar en la 

construcción de la igualdad de género; 

Artículo 26.- El Sistema Nacional tiene los siguientes objetivos:  

I. Promover la igualdad entre mujeres y hombres y contribuir a la erradicación de todo 

tipo de discriminación; 

Una vez establecido el marco teórico de los derechos relacionados con el presente 

caso, esta defensoría procede a exponer las razones y fundamentos que acreditan 

una vulneración injustificada de estos por parte del agente del Ministerio Público 

de Ameca. 
 

Del análisis de los hechos, así como de las pruebas y observaciones que integran 

la queja y el expediente de actuaciones de la averiguación previa […], esta 

defensoría pública de derechos humanos determina que fueron violados los 

derechos humanos de (quejosa)y de su bebé, que perdió la vida, por parte de José 

Sebastián Rodríguez Cortez, fiscal a quien correspondió la investigación del delito 

denunciado, pero omitió desahogar y agotar oportunamente todas las diligencias 

tendentes a la comprobación del tipo penal y de la probable responsabilidad de los 

indiciados, como lo ordena nuestra Carta Magna. 

 

La parte quejosa reclamó que desde del mes […] del año […], esto es, hace más 

de dos años, presentó denuncia penal en contra de la (doctora) en la agencia del 
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Ministerio Público de Ameca, radicada bajo la averiguación previa […], sin que 

haya sido debidamente integrada y mucho menos consignada al juzgado por la 

evidente negligencia médica y omisiones de la referida doctora, en su perjuicio y 

el de su bebé. Manifestó que la dilación en su indagatoria se debió a la amistad 

entre el agente del Ministerio Público implicado y el esposo de la médica 

denunciada, (doctora), según se aprecia en el punto 1 de antecedentes y hechos. 

 

Entretanto, el fiscal implicado aceptó en su informe que existe denuncia penal en 

contra de la ginecóloga (doctora)por el delito de responsabilidad médica, radicada 

bajo el número […], de la cual adjuntó copia certificada. Asimismo, aclaró que al 

esposo de la ginecóloga lo conoce de vista solamente, y que debido a su encargo 

(director jurídico del […]) ha sido la relación que ha tenido; añadió que respecto 

a la indagatoria en cuestión, ésta sigue su curso normal y que le da indicaciones al 

secretario que la integra, (funcionario público2), para que lo haga conforme a 

derecho. 

 

Ahora bien, de las documentales aportadas por el agente del Ministerio Público de 

Ameca y relativas a la indagatoria […], se advierte la excesiva dilación y 

deficiente actuación, pues no obstante que desde el día que conoció de la denuncia 

( en 2013) fue omiso en ordenar que se practicaran los dictámenes médicos 

periciales correspondientes, situación que a casi dos años, es decir, hasta que dictó 

el acuerdo el día […] del mes […] del año […], solicitó al Instituto Jalisciense de 

Ciencias Forenses (IJCF) que precisara si la práctica profesional de la ginecóloga 

(doctora)y del médico (doctor2), fue la adecuada o si en ésta existen elementos 

que acrediten negligencia de su parte en la atención que se le brindó a la 

denunciante y aquí agraviada.  

 

Asimismo, de las propias actuaciones ministeriales se aprecian lapsos de 

inactividad importantes en la referida indagatoria, pues del mes […] del año […] 

trascurrieron cuatro meses sin acuerdo o diligencia alguna. Luego, de agosto a 

enero de 2015 pasaron otros cinco meses sin dictarse acuerdos, y por último, la 

inactividad en la averiguación previa de cinco meses más, comprendida entre 

septiembre de 2015 y febrero de 2016. De igual manera, llama la atención que 

algunos de los acuerdos que interrumpieron la inactividad fueron de trámite, sin 

estar orientados a obtener la verdad sobre los hechos, tal como quedó descrito en 

los puntos 5 y 11  apartado de antecedentes y hechos, así como en las evidencias 

3, 4 y 6 de esta resolución. 
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Tal parece que la tardanza en las diligencias y en ordenar la solicitud al IJCF para 

que mediante sus peritos médicos, determinaran si hubo o no mala praxis o 

negligencia médica, el representante social involucrado lo hizo no por la presunta 

amistad entre él y el esposo de una de las denunciadas, ya  que dicha averiguación 

previa no ha sido determinada ni mucho menos consignada por la falta de dichos 

dictámenes, sino deliberadamente, pues hasta el momento de dictarse esta 

resolución aún no se emiten las opiniones técnicas médicas de expertos,  y menos 

se ha resuelto la indagatoria en cuestión, como se acredita con las evidencias 5 y 

6 de esta resolución. 

 

Por ello, queda acreditado que no se realizaron todas las diligencias oportunas y 

correspondientes a la investigación por parte del fiscal dentro de la averiguación 

previa […], y por ello que dicha omisión ha  perjudicado a la parte quejosa, quien 

tiene derecho a una procuración de justicia pronta, completa, imparcial y expedita.  

 

En el presente caso, adquieren mayor relevancia las omisiones del representante 

social al no garantizar los derechos de las víctimas, considerando la perspectiva 

de género y de protección a los derechos de la niñez, por lo que se determina una 

sobre victimización al no garantizar las condiciones de igualdad a favor de grupos 

vulnerables.  

 

Por lo anterior, se considera que se violó en perjuicio de la parte quejosa su 

derecho a la legalidad y seguridad jurídica, consagrado en la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos en los artículos 16,  20, apartado C, fracciones, 

I, II y IV, y 21, que a la letra disponen: 
 

Artículo 16. Nadie podrá ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o 

posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde 

y motive la causa legal del procedimiento… 

 

Artículo 20. El proceso penal será acusatorio y oral. Se regirá por los principios de 

publicidad, contradicción, concentración, continuidad e inmediación.  

 

 c. Los derechos de la víctima o del ofendido; 

 

I. Recibir asesoría jurídica; ser informado de los derechos que en su favor establece la 

Constitución y cuando lo solicite, ser informado del desarrollo del procedimiento penal; 
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II. Coadyuvar con el Ministerio Público; a que se le reciban todos los datos o elementos 

de prueba con los que cuente, tanto en la investigación como en el proceso, a que se 

desahoguen las diligencias correspondientes… 

 

IV. Que se le repare el daño. En los casos en que sea procedente, el Ministerio Público 

estará obligado a solicitar la reparación del daño y el juzgado no podrá absolver al 

sentenciado de dicha reparación si ha emitido una sentencia condenatoria. 

 

Artículo 21.  

La investigación y persecución de los delitos incumbe al Ministerio Público. 

 

No sólo en la legislación interna se reconoce este derecho; también se encuentra 

previsto en los siguientes instrumentos internacionales:  

 

La Declaración Universal de Derechos Humanos, adoptada y proclamada por la 

Asamblea General de la ONU, el 10 de diciembre de 1948, la cual forma parte del 

derecho consuetudinario internacional, que reconoce: 

 
Artículo 1.  

Todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos y, dotados como 

están de razón y conciencia, deben comportarse fraternalmente los unos con los otros.   

 

Artículo 2. 

Toda persona tiene todos los derechos y libertades proclamados en esta Declaración, sin 

distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de cualquier 

otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra 

condición.  

 

[…] 

 

Artículo 7. 

Todos son iguales ante la ley y tienen, sin distinción, derecho a igual protección de la 

ley. Todos tienen derecho a igual protección contra toda discriminación que infrinja esta 

Declaración y contra toda provocación a tal discriminación.  

 

[…] 

 

Artículo 10. 

Toda persona tiene derecho, en condiciones de plena igualdad, a ser oída públicamente 

y con justicia por un tribunal independiente e imparcial, para la determinación de sus 

derechos y obligaciones o para el examen de cualquier acusación contra ella en materia 

penal.  
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[…] 

 

La Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San José), 

adoptada en San José de Costa Rica el 22 de noviembre de 1969, ratificada por 

México el 24 de marzo de 1981 y publicada en el Diario Oficial de la Federación 

el 7 de mayo de 1981,  establece los artículos 1°, 24 y 25, que disponen: 
 

Artículo 1. Obligación de Respetar los Derechos: 

 

1. Los Estados Partes en esta Convención se comprometen a respetar los derechos y 

libertades reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que 

esté sujeta a su jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, 

idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, 

posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social. 

 

Artículo 24. Todas las personas son iguales ante la ley. En consecuencia, tienen 

derechos, sin discriminación, a igual protección de la ley. 

 

Artículo 25. Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro 

recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que la ampare contra actos que 

violen sus derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o la presente 

Convención, aun cuando tal violación sea cometida por personas que actúen en ejercicio 

de sus funciones oficiales… 

 

El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, ratificado por nuestro país 

el 24 de marzo de 1981, y publicado en el Diario Oficial de la Federación el 20 

de mayo del mismo año, establece: 

 
Artículo 14.  

1. Todas las personas son iguales ante los tribunales y cortes de justicia. Toda persona 

tendrá derecho a ser oída públicamente y con las debidas garantías por un tribunal 

competente, independiente e imparcial, establecido por la ley, en la substanciación de 

cualquier acusación de carácter penal formulada contra ella o para la determinación de 

sus derechos u obligaciones de carácter civil. La prensa y el público podrán ser excluidos 

de la totalidad o parte de los juicios por consideraciones de moral, orden público o 

seguridad nacional en una sociedad democrática, o cuando lo exija el interés de la vida 

privada de las partes o, en la medida estrictamente necesaria en opinión del tribunal, 

cuando por circunstancias especiales del asunto la publicidad pudiera perjudicar a los 

intereses de la justicia; pero toda sentencia en materia penal o contenciosa será pública, 

excepto en los casos en que el interés de menores de edad exija lo contrario, o en las 

acusaciones referentes a pleitos matrimoniales o a la tutela de menores. 



32 
 

 

Los anteriores instrumentos internacionales son válidos como fuentes del derecho 

de nuestro país en tanto éste es integrante de la ONU y de la OEA respectivamente. 

Además, los tratados internacionales son ley suprema de la Unión, tal como se 

establece en el artículo 1°y  en  133 de nuestra Carta Magna, que al efecto señalan: 

 
Artículo 1 

En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de los derechos humanos 

reconocidos en esta Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado 

Mexicano sea parte, así como de las garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá 

restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que esta 

Constitución establece. 

 

Las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de conformidad con esta 

Constitución y con los tratados internacionales de la materia favoreciendo en todo 

tiempo a las personas la protección más amplia. 

 

Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de 

promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad con los 

principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. En 

consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones 

a los derechos humanos, en los términos que establezca la ley. 
 

[…] 

 
Artículo 133 

Esta constitución, las leyes del Congreso de la Unión que emanen de ella y todos los 

Tratados que estén de acuerdo con la misma, celebrados y que se celebren por el 

Presidente de la República, con aprobación del Senado, serán Ley Suprema en toda la 

Unión. Los jueces de cada estado se arreglarán a dicha Constitución, las leyes y tratados, 

a pesar de las disposiciones en contrario que pueda haber en las constituciones o leyes 

de los Estados…  

 

Por su parte, en el artículo 4º de la Constitución Política del Estado de Jalisco se 

complementa y clarifica la recepción y aplicación del derecho internacional de los 

derechos humanos en el ámbito interno, ya que de manera literal reconoce como 

parte del catálogo de derechos los contenidos en los diversos instrumentos 

internacionales que el gobierno federal haya suscrito y ratificado, tal como se 

desprende de la siguiente cita: 

 
Artículo 4. [...] 
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Se reconocen como derechos de los individuos que se encuentren en el territorio del 

Estado de Jalisco, los que se enuncian en la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, así como los contenidos en la Declaración Universal de los Derechos 

Humanos, proclamada por la Asamblea General de las Naciones Unidas y los tratados, 

convenciones o acuerdos internacionales que el Gobierno Federal haya firmado o de los 

que celebre o forme parte. 

 

No debe perderse de vista que la obligación de investigación y persecución de los 

delitos corresponde al agente del Ministerio Público y sus auxiliares directos, tal 

como se  disponen en los artículos 2º, 3º, 4º, 6º, 8º, 20 y 21 de la Ley Orgánica de 

la Procuraduría General de Justicia del Estado, que establecen: 

 

Ley Orgánica de la Procuraduría General de Justicia del Estado: 

 
Artículo 2. El Ministerio Público en el Estado, estará a cargo del Procurador General de 

Justicia del Estado, el cual le corresponde las siguientes atribuciones, que podrá delegar 

o ejercer por sí mismo, de conformidad con lo que establezca el presente ordenamiento 

y su reglamento: 

 

Artículo 3. Las Atribuciones que tiene el Ministerio Público respecto de la averiguación 

previa, comprenden: 

 

I. Recibir denuncias o querellas sobre acciones u omisiones que puedan constituir delito; 

 

II. Investigar los delitos del orden común; 

 

III. Practicar las diligencias necesarias para la acreditación del cuerpo del delito y la 

probable responsabilidad que corresponda, así como la reparación de los daños y 

perjuicios causados… 

[…] 

 

Artículo 4º. Las atribuciones del Ministerio Público respecto de la consignación y 

durante el proceso, comprenden: 

 

I. Ejercer la acción penal ante el órgano jurisdiccional competente por los delitos del 

orden común, cuando exista denuncia o querella, estén acreditados el cuerpo del delito 

de que se trate y la probable responsabilidad de quien o quienes hubieran intervenido, 

así como solicitar las órdenes de aprehensión, de comparecencia o de presentación en su 

caso; 

 

[…]  
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Artículo 6º. Las atribuciones en materia de derechos humanos, comprenden: 

 

I. Promover entre los servidores públicos de la Procuraduría, una cultura de respeto a los 

derechos humanos; 

 

II. Atender las visitas, quejas, propuestas de conciliación y recomendaciones de la 

Comisión Nacional de Derechos Humanos y de la Comisión de Derechos Humanos del 

Estado, conforme a las normas aplicables; 

 

III. Coordinarse, en el ámbito de su competencia, con la Comisión Nacional de Derechos 

Humanos y la Comisión de Derechos Humanos del Estado, para procurar el respeto a los 

derechos humanos; y  

 

IV. Recibir las quejas que formulen directamente los particulares en materia de derechos 

humanos y darles la debida atención. 

 

Artículo 8º. Las atribuciones en materia de atención a las víctimas o los ofendidos por el 

delito, comprenden: 

 

I. Proporcionar orientación y asesoría legal, así como propiciar su eficaz coadyuvancia 

en los procesos penales; 

 

[…]  

 

Artículo 20. Son auxiliares directos del Ministerio Público del Estado: 

 

I. La Policía Investigadora… 

 

[…] 

 

Artículo 21. La policía investigadora actuará bajo la autoridad y mando inmediato del 

Ministerio Público en los términos del artículo 21 de la constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos y lo auxiliará en la investigación de los delitos del orden 

común. 

 

Conforme  a las instrucciones que en cada caso dicte el Ministerio Público, la policía 

investigadora desarrollará las diligencias que deban practicarse durante la averiguación 

previa, cumplir las investigaciones, citaciones, notificaciones, detenciones y 

presentaciones que emitan los órganos jurisdiccionales…  

 

Para ello, el agente del Ministerio Público tiene como atribuciones perseguir los 

delitos del orden común cometidos en el estado; velar por la legalidad y por el 

respeto de los derechos humanos en la esfera de su competencia; promover la 
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pronta, completa y debida impartición de justicia, y proporcionar atención a las 

víctimas o a los ofendidos por el delito y facilitar su coadyuvancia. 

 

De acuerdo con dichos preceptos, es evidente que el agente del Ministerio Público 

a quien le correspondió la integración e investigación de la indagatoria […], no 

actuó con apego a las funciones establecidas en la Ley Orgánica de la Procuraduría 

General de Justicia del Estado, y ejerció en forma indebida la función pública 

encomendada al transgredir el derecho a la legalidad de la parte agraviada.  

 

Dentro de las modalidades del derecho humano a la legalidad se encuentra el 

derecho al debido funcionamiento de la administración de justicia, y una 

modalidad de la violación de este derecho la constituye la dilación en la 

procuración de justicia, siendo aplicable en estos casos lo que señala la Ley de 

Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado de Jalisco, que establece: 

 
Artículo 61.  

Todo servidor público para salvaguardar la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y 

eficiencia que debe observar en el desempeño de su empleo, cargo o comisión, y sin 

perjuicio de sus derechos y obligaciones laborales, tendrá las siguientes obligaciones: I. 

Cumplir con la máxima diligencia el servicio que le sea encomendado, y abstenerse de 

cualquier acto u omisión que cause la suspensión o deficiencia de dicho servicio o 

implique abuso o ejercicio indebido de su empleo, cargo o comisión. 

 
La identificación, fundamentación y promoción de los derechos humanos ha sido 

un esfuerzo subsidiario de generaciones pasadas para garantizar la viabilidad de 

generaciones presentes y futuras, por lo cual corresponde a las generaciones 

actuales cumplir su compromiso histórico. 

 

Otro punto que fortalece el señalamiento de responsabilidad por violación de 

derechos humanos en contra de la parte agraviada lo constituye la falta de 

perspectiva de género en el desempeño de la función pública establecido en 

diversas legislaciones aplicables como la Ley General de Acceso de las Mujeres a 

una Vida Libre de Violencia; la Ley General para la Igualdad entre Mujeres y 

Hombres; la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia del 

Estado de Jalisco y la Ley Estatal para la Igualdad entre Mujeres y Hombres, que 

al respecto y entre otros puntos señalan: 

 

Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia: 
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Artículo 1.  

La presente ley tiene por objeto establecer la coordinación entre la Federación, las 

entidades federativas, el Distrito Federal y los municipios para prevenir, sancionar y 

erradicar la violencia contra las mujeres, así como los principios y modalidades para 

garantizar su acceso a una vida libre de violencia que favorezca su desarrollo y bienestar 

conforme a los principios de igualdad y de no discriminación, así como para garantizar 

la democracia, el desarrollo integral y sustentable que fortalezca la soberanía y el 

régimen democrático establecidos en la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos. 

 

Las disposiciones de esta ley son de orden público, interés social y de observancia 

general en la República Mexicana. 

 

[…] 

 

Artículo 4. 

Los principios rectores para el acceso de todas las mujeres a una vida libre de violencia 

que deberán ser observados en la elaboración y ejecución de las políticas públicas 

federales y locales son: 

 

         I. La igualdad jurídica entre la mujer y el hombre; 

 

         II. El respeto a la dignidad humana de las mujeres; 

 

         III. La no discriminación, y 

 

         IV. La libertad de las mujeres. 

 

         […] 

 

Artículo 16. 

Violencia en la Comunidad: Son los actos individuales o colectivos que transgreden 

derechos fundamentales de las mujeres y propician su denigración, discriminación, 

marginación o exclusión en el ámbito público. 

 
[…] 
 

Artículo 18. 

Violencia Institucional: Son los actos u omisiones de las y los servidores públicos de 

cualquier orden de gobierno que discriminen o tengan como fin dilatar, obstaculizar o 

impedir el goce y ejercicio de los derechos humanos de las mujeres así como su acceso 

al disfrute de políticas públicas destinadas a prevenir, atender, investigar, sancionar y 

erradicar los diferentes tipos de violencia. 
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[…] 

 

Ley General para la Igualdad entre Mujeres y Hombres: 

 
Artículo 2. 

Son principios rectores de la presente Ley: la igualdad, la no discriminación, la equidad 

y todos aquellos contenidos en la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos. 

 

[…] 

 

Artículo 17. 

 

La Política Nacional en Materia de Igualdad entre mujeres y hombres deberá establecer 

las acciones conducentes a lograr la igualdad sustantiva en el ámbito, económico, 

político, social y cultural. 

 

La Política Nacional que desarrolle el Ejecutivo Federal deberá considerar los siguientes 

lineamientos: 

 

I. Fomentar la igualdad entre mujeres y hombres en todos los ámbitos de la vida; 

 

II. Asegurar que la planeación presupuestal incorpore la perspectiva de género, apoye la 

transversalidad y prevea el cumplimiento de los programas, proyectos y acciones para la 

igualdad entre mujeres y hombres; 

 

III. Fomentar la participación y representación política equilibrada entre mujeres y 

hombres; 

 

IV. Promover la igualdad de acceso y el pleno disfrute de los derechos sociales para las 

mujeres y los hombres. 

 

[…] 

 

Artículo 40. 

Para los efectos de lo previsto en el artículo anterior, las autoridades correspondientes 

desarrollarán las siguientes acciones: 

 

[…] 

 

III. Impulsar la capacitación a las autoridades encargadas de la procuración y 

administración de justicia en materia de igualdad entre mujeres y hombres; 
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[…] 

 

V. Reforzar la cooperación y los intercambios de información sobre los derechos 

humanos e igualdad entre hombres y mujeres con organizaciones no gubernamentales y 

organizaciones internacionales de cooperación para el desarrollo; 

 

[…] 

 

IX. Establecer los mecanismos para la atención de las víctimas en todos los tipos de 

violencia contra las mujeres, y 

 

X. Fomentar las investigaciones en materia de prevención, atención, sanción y 

erradicación de la violencia contra las mujeres. 

 

Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia del Estado de Jalisco: 
 

Artículo 5° 

Los principios rectores que contiene esta ley, deberán ser observados por el sistema y el 

programa estatal y por las diferentes dependencias estatales, en la elaboración de sus 

políticas públicas para prevenir, detectar, atender, sancionar y erradicar la violencia 

contra de las mujeres, y son: 

 

I. El respeto a su libertad, autonomía y dignidad humana; 

 

II. La igualdad jurídica entre mujeres y hombres; 

 

III. La no discriminación de las mujeres en todos los órdenes de la vida; y 

 

IV. El respeto irrestricto de los derechos fundamentales de las mujeres.  

 

[…] 

 

Artículo 8°.  

Toda autoridad administrativa deberá ejercer sus funciones con una visión para abatir la 

desigualdad, la injusticia, la discriminación y la jerarquización de las personas, basada 

en la construcción social de la diferencia sexual, y que tiene como fin edificar una 

sociedad en donde las mujeres y los hombres tengan los mismos derechos, 

oportunidades  y obligaciones para acceder a los recursos económicos y a la 

representación política y social en los ámbitos de toma de decisiones.  

Artículo 9°. Las autoridades promoverán se garantice a las mujeres víctimas de cualquier 

tipo de violencia sin menoscabo de otro derecho, el respeto irrestricto de lo siguiente:  
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I. Ser tratadas con respeto a su integridad y el ejercicio pleno de sus derechos; 

 

II. Contar con protección inmediata y efectiva por parte de las autoridades cuando se 

encuentre en riesgo su seguridad;  

 

III. Recibir información veraz y suficiente que les permita decidir sobre las opciones de 

atención; 

 

IV. Contar con asesoría y representación jurídica gratuita y expedita; 

 

V.  Recibir gratuitamente información, atención y rehabilitación médica y psicológica;  

 

VI.  Acudir y ser recibidas con sus hijas e hijos, en los casos de violencia familiar, en  

los centros de refugio temporal destinados para tal fin;  

 

VII. Ser valoradas y educadas libres de estereotipos de comportamiento y prácticas 

sociales y culturales basadas en conceptos de inferioridad o subordinación;  

 

VIII. Acceder a procedimientos expeditos y accesibles de procuración y administración 

de justicia;  

 

IX. Erradicar la impunidad en casos de violencia contra las mujeres a través de la 

investigación y sanción de actos de autoridades omisas o negligentes; y 

 

X.Subsanar las deficiencias que se adviertan dentro de los procedimientos internos y 

externos de las autoridades, que propicien la violencia contra las mujeres. 

 

[…] 

 

Artículo 37.  

Corresponde a la Procuraduría General de Justicia del Estado, además de lo establecido 

en otros ordenamientos: 

 

I. Promover la formación y especialización de agentes de la policía investigadora, 

agentes del ministerio público y de todo el personal encargado de la procuración de 

justicia en materia de derechos humanos de las mujeres; 

 

II. Proporcionar a las víctimas información veraz, objetiva y oportuna, así como asesoría 

para su eficaz atención, protección y canalización; 

 

III. Dictar las medidas necesarias para que la víctima de violencia, reciba atención 

médica de emergencia; 
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IV. Proporcionar a las instancias encargadas de realizar estadísticas las referencias 

necesarias sobre el acceso a la justicia de las mujeres víctimas de violencia, el número 

de víctimas atendidas y el tipo de delito cometido; 

 

V. Promover la cultura de respeto a los derechos humanos de las mujeres y garantizar la 

seguridad de quienes denuncian; 

 

VI. Celebrar con instancias públicas y privadas, convenios de cooperación, coordinación 

y concertación en la materia; y 

 

VII. Las demás previstas para el cumplimiento de la presente ley. 

 

Ley Estatal para la Igualdad entre Mujeres y Hombres: 
 

Artículo 1.  

La presente Ley es de orden público, interés social y observancia general en el Estado 

de Jalisco, y tiene por objeto hacer efectivo el derecho a la igualdad de trato y 

oportunidades entre mujeres y hombres, independientemente de su grupo generacional 

y estado civil, mediante la eliminación de cualquier forma de discriminación hacia la 

mujer, sea cual fuere su circunstancia o condición en cualquiera de los ámbitos de la 

vida. 

 

Artículo 2.  

Son principios rectores de la presente Ley: la igualdad, la no discriminación y el respeto 

a la dignidad humana. 

 

[…] 

 

Artículo 6.  

Corresponde al Estado promover y garantizar la igualdad de trato y oportunidades para 

las mujeres y hombres, niñas, niños, adolescentes, adultos mayores y personas con 

discapacidad, sin discriminación alguna por razón de género, edad, estado civil, 

embarazo, raza, procedencia étnica, religión, orientación sexual, discapacidad o estado 

desalad; desarrollando políticas, planes, programas y proyectos para tal fin. 

 

Artículo 7. 

Corresponde al Estado adoptar medidas especiales de carácter temporal orientadas a 

acelerar la igualdad de trato y oportunidades entre mujeres y hombres, garantizándose 

de esta manera lo dispuesto en la presente Ley. 

 

De  igual forma, y con base en  los argumentos expresados en relación con la 

recepción y aplicación del derecho internacional de los derechos humanos, 

resultan aplicables los siguientes instrumentos: 
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Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra 

la Mujer: 
 

Artículo 1. 

A los efectos de la presente Convención, la expresión "discriminación contra la mujer" 

denotará toda distinción, exclusión o restricción basada en el sexo que tenga por objeto 

o por resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio por la mujer, 

independientemente de su estado civil, sobre la base de la igualdad del hombre y la 

mujer, de los derechos humanos y las libertades fundamentales en las esferas política, 

económica, social, cultural y civil en cualquier otra esfera.  

 

Artículo 2. 

Los Estados Partes condenan la discriminación contra la mujer en todas sus formas, 

convienen en seguir, por todos los medios apropiados y sin dilaciones, una política 

encaminada a eliminar la discriminación contra la mujer y, con tal objeto, se 

comprometen a: 

 

a) Consagrar, si aún no lo han hecho, en sus constituciones nacionales y en cualquier 

otra legislación apropiada el principio de la igualdad del hombre y de la mujer y asegurar 

por ley u otros medios apropiados la realización práctica de ese principio;  

 

b) Adoptar medidas adecuadas, legislativas y de otro carácter, con las sanciones 

correspondientes, que prohíban toda discriminación contra la mujer;  

 

c) Establecer la protección jurídica de los derechos de la mujer sobre una base de 

igualdad con los del hombre y garantizar, por conducto de los tribunales nacionales o 

competentes y de otras instituciones públicas, la protección efectiva de la mujer contra 

todo acto de discriminación;  

 

d) Abstenerse de incurrir en todo acto o práctica de discriminación contra la mujer y 

velar porque las autoridades e instituciones públicas actúen de conformidad con esta 

obligación;  

 

e) Tomar todas las medidas apropiadas para eliminar la discriminación contra la mujer 

practicada por cualesquiera personas, organizaciones o empresas;  

 

f) Adoptar todas las medidas adecuadas, incluso de carácter legislativo, para modificar 

o derogar leyes, reglamentos, usos y prácticas que constituyan discriminación contra la 

mujer;  

 

g) Derogar todas las disposiciones penales nacionales que constituyan discriminación 

contra la mujer.  
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Artículo 3. 

Los Estados Partes tomarán en todas las esferas, y en particular en las esferas política, 

social, económica y cultural, todas las medidas apropiadas, incluso de carácter 

legislativo, para asegurar el pleno desarrollo y adelanto de la mujer, con el objeto de 

garantizarle el ejercicio y el goce de los derechos humanos y las libertades fundamentales 

en igualdad de condiciones con el hombre. 

 

Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia 

contra la Mujer, conocida como Convención de Belém do Pará: 
 

Artículo 2. 

Se entenderá que violencia contra la mujer incluye la violencia física, sexual y 

psicológica: 

 

a) Que tenga lugar dentro de la familia o unidad doméstica o en cualquier otra relación 

interpersonal, ya sea que el agresor comparta o haya compartido el mismo domicilio que 

la mujer, y que comprende, entre otros, violación, maltrato y abuso sexual;  

 

b) Que tenga lugar en la comunidad y sea perpetrada por cualquier persona y que 

comprende, entre otros, violación, abuso sexual, tortura, trata de personas, prostitución 

forzada, secuestro y acoso sexual en el lugar de trabajo, así como en instituciones 

educativas, establecimientos de salud o cualquier otro lugar, y  

 

c) Que sea perpetrada o tolerada por el Estado o sus agentes, donde quiera que ocurra. 

 

[…] 

 

Artículo 4. 

Toda mujer tiene derecho al reconocimiento, goce, ejercicio y protección de todos los 

derechos humanos y a las libertades consagradas por los instrumentos regionales e 

internacionales sobre derechos humanos. Estos derechos comprenden, entre otros:  

 

a) El derecho a que se respete su vida;  

 

b) El derecho a que se respete su integridad física, psíquica y moral; […]  

 

e) El derecho a que se respete la dignidad inherente a su persona y que se proteja a su 

familia; 

 

f) El derecho a igualdad de protección ante la ley y de la ley;  
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g) El derecho a un recurso sencillo y rápido ante los tribunales competentes, que la 

ampare contra actos que violen sus derechos; 

 

[…]  

 

Artículo 5. 

Toda mujer podrá ejercer libre y plenamente sus derechos civiles, políticos, económicos, 

sociales y culturales y contará con la total protección de esos derechos consagrados en 

los instrumentos regionales e internacionales sobre derechos humanos. Los Estados 

Partes reconocen que la violencia contra la mujer impide y anula el ejercicio de esos 

derechos.  

 

 

Artículo 6. 

El derecho de toda mujer a una vida libre de violencia incluye, entre otros:  

a) El derecho de la mujer a ser libre de toda forma de discriminación, y  

 

b) El derecho de la mujer a ser valorada y educada libre de patrones estereotipados de 

comportamiento y prácticas sociales y culturales basadas en conceptos de inferioridad o 

subordinación.  

 

Artículo 7. 

Los Estados Partes condenan todas las formas de violencia contra la mujer y convienen 

en adoptar, por todos los medios apropiados y sin dilaciones, políticas orientadas a 

prevenir, sancionar y erradicar dicha violencia y en llevar a cabo lo siguiente:  

 

a) Abstenerse de cualquier acción o práctica de violencia contra la mujer y velar porque 

las autoridades, sus funcionarios, personal y agentes e instituciones se comporten de 

conformidad con esta obligación;  

 

b) Actuar con la debida diligencia para prevenir, investigar y sancionar la violencia 

contra la mujer;  

 

c) Incluir en su legislación interna normas penales, civiles y administrativas, así como 

las de otra naturaleza que sean necesarias para prevenir, sancionar y erradicar la 

violencia contra la mujer y adoptar las medidas administrativas apropiadas que sean del 

caso;  

 

d) Adoptar medidas jurídicas para conminar al agresor a abstenerse de hostigar, 

intimidar, amenazar, dañar o poner en peligro la vida de la mujer de cualquier forma que 

atente contra su integridad o perjudique su propiedad;[…] 
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f) Establecer procedimientos legales justos y eficaces para la mujer que haya sido 

sometida a violencia, que incluyan, entre otros, medidas de protección, un juicio 

oportuno y el acceso efectivo a tales procedimientos;  

 

g) Establecer los mecanismos judiciales y administrativos necesarios para asegurar que 

la mujer objeto de violencia tenga acceso efectivo a resarcimiento, reparación del daño 

u otros medios de compensación justos y eficaces, y […] 

 

Con esta resolución, la CEDHJ deja en manos de las autoridades involucradas y 

de la sociedad la responsabilidad de hacer lo necesario para garantizar de manera 

efectiva la legalidad y el respeto de los derechos humanos en la prestación de los 

servicios de procuración de justicia, específicamente en la actuación del agente del 

Ministerio Público.  

 

 

 

 

Reparación del daño: 

 

El 10 de junio de 2011 se publicó en el Diario Oficial de la Federación el decreto 

por el que se modificó la denominación del Capítulo I del Título Primero y reforma 

de diversos artículos de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 

conocida como reforma constitucional en materia de derechos humanos, donde se 

incorporó el catálogo de derechos humanos protegidos por los instrumentos 

internacionales de los que México es parte.  

 

Su importancia radica en que se da una nueva jerarquía a los tratados 

internacionales de derechos humanos en el orden jurídico mexicano, con lo cual 

se fortalece la obligación de todo órgano del Estado de conocer estos derechos y 

de respetarlos.  

 

Un aspecto esencial de la reforma constitucional es que se incorpora al párrafo 

tercero del artículo 1° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

un beneficio directo de suma importancia que llenará los vacíos existentes para 

una debida reparación del daño en casos de violaciones de derechos humanos, pues 

imponen la obligación a los órganos del Estado de prevenir, investigar, sancionar 

y reparar las violaciones de derechos humanos en los términos que establezca la 

ley.  
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Esta CEDHJ reitera que la reparación del daño a las víctimas de una violación de 

derechos humanos es un elemento fundamental para crear conciencia del principio 

de responsabilidad y enfrentar la impunidad. Es, desde luego, un medio de reparar 

simbólicamente una injusticia y un acto de reconocimiento del derecho de las 

víctimas y de la persona humana. La petición de reparación del daño se justifica 

en la certeza de que las diversas autoridades aquí señaladas han violado los 

derechos humanos de los pueblos originarios de Jalisco aprovechando su poder 

como tales,  y de que en el desempeño de sus funciones han perdido de vista la 

observancia obligatoria de derechos humanos.  

 

En ese sentido, es facultad de la CEDHJ reclamar una justa reparación del daño y 

los daños y perjuicios ocasionados a la parte agraviada conforme a lo que se ordena 

en el artículo 73 de la ley que la rige, y que refiere:  

 
Artículo 73.  

Una vez agotadas las etapas de integración del expediente de queja, el visitador general deberá 

elaborar un proyecto de resolución, en el cual se analizarán los hechos, argumentos y pruebas, 

así como los elementos de convicción y las diligencias practicadas, a fin de determinar si las 

autoridades o servidores han violado o no los derechos humanos de los afectados.  

 

El proyecto de recomendación [...] deberán señalar las medidas que procedan para la efectiva 

restitución de los derechos fundamentales de los afectados y, en su caso, la reparación de los 

daños y perjuicios que se hubiesen ocasionado…  

 

Si una autoridad incurre en responsabilidad con motivo de la acción u omisión de 

cualquiera de sus funcionarios, tiene la obligación de reparar las consecuencias de 

la violación. Las reparaciones serán acordes al caso en concreto que se esté 

tratando, y que estén establecidas en disposiciones nacionales e internacionales.  

 

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en su artículo 113, 

último párrafo, establece: “La responsabilidad del Estado por los daños que, con 

motivo de su actividad administrativa irregular, cause en los bienes o derechos de 

los particulares, será objetiva y directa. Los particulares tendrán derecho a una 

indemnización conforme a las bases, límites y procedimientos que establezcan las 

leyes.”  

 

Al mismo tenor, la Constitución Política del Estado de Jalisco dispone:  
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Artículo 90.  

Los servidores públicos del Estado y de los municipios serán responsables por los actos u 

omisiones en que incurran en el desempeño de sus respectivas funciones.  

 

[…]  

 

Artículo 107 bis.  

La responsabilidad del Estado y de los municipios por los daños que, con motivo de su actividad 

administrativa irregular, causen en los bienes o derechos de los particulares, será objetiva y 

directa. Los particulares tendrán derecho a una indemnización conforme a las bases, límites y 

procedimientos que establezcan las leyes.  
 

En un Estado democrático de derecho, las instituciones tienen la obligación de 

responder ante la sociedad y ante los individuos por los actos u omisiones de 

quienes en nombre de ella violan con su mala actuación los derechos humanos de 

terceras personas, como en este caso, independientemente de su posible 

responsabilidad administrativa, civil o penal.  

 

Toda víctima de violaciones de derechos humanos debe ser atendida con base en 

diversos principios, que, de acuerdo con la doctrina de los derechos humanos y el 

derecho consuetudinario internacional, incluyen, entre otros:  

 

I. Los conocidos como Principios de Joinet, presentados en el informe de 1997 del 

Relator Especial de la Comisión de Derechos Humanos de la ONU, que sobre el 

tema de la impunidad, precisan:  

 

El derecho a saber. La prerrogativa inalienable de la víctima a conocer la verdad 

sobre las violaciones de derechos humanos ocurridas.  

 

El derecho a la justicia. Consiste en que un tribunal o instancia competente integre 

y resuelva sobre los derechos que se han vulnerado, los agentes involucrados y las 

sanciones que correspondan; y  

 

El derecho a obtener reparación. Contiene principios sobre los procedimientos de 

reparación y el ámbito de aplicación de este derecho y garantías para la no 

repetición de las violaciones.  

 

En el año 2000, el Relator Especial sobre el Derecho de Restitución, 

Indemnización y Rehabilitación de las Víctimas de Violaciones de los Derechos 

Humanos y las Libertades Fundamentales, M. CherifBassiouni, presentó un 
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informe final ante la Comisión de Derechos Humanos de la ONU y adjuntó una 

propuesta de Principios y Directrices Básicos sobre el Derecho de las Víctimas de 

Violaciones de Derechos Humanos y del Derecho Internacional Humanitario a 

Interponer un Recurso y a Recibir Reparación (conocidos como Principios van 

Boven-Bassiouni.) En dichos principios se reconocen como formas de reparación: 

la restitución, indemnización, rehabilitación, satisfacción y garantías de no 

repetición.  

 

Existe en el derecho internacional una cultura normativa de reparación del daño a 

las víctimas de violaciones de derechos humanos, que forma parte del derecho 

mexicano cuando éstos son adoptados y ratificados, de conformidad con los 

artículos 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 4° 

de la Constitución Política del Estado de Jalisco.  

 

Al respecto, los artículos 62.3 y 63.1, de la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos, ratificada por México el 24 de marzo de 1981 y publicada en el Diario 

Oficial de la Federación el 7 de mayo de 1981, refieren en cuanto a la competencia 

y funciones de la Corte Interamericana de Derechos Humanos:  

 
Artículo 62.3  

La Corte tiene competencia para conocer de cualquier caso relativo a la interpretación y 

aplicación de las disposiciones de esta Convención que sea sometido, siempre que los Estados 

partes en el caso hayan reconocido y reconozcan dicha competencia.  

 

[…]  

 

Artículo 63.1. 

Cuando decida que hubo violación de un derecho o libertad protegidos en esta Convención, la 

Corte dispondrá que se garantice al lesionado en el goce de su derecho o libertad conculcados. 

Dispondrá asimismo, si ello fuera procedente, que se reparen las consecuencias de la medida o 

situación que ha configurado la vulneración de esos derechos y el pago de una justa 

indemnización a la parte lesionada.  

 

La Corte Interamericana de Derechos Humanos es el órgano autorizado por la 

propia Convención para interpretar sus artículos; por ello, su opinión es una 

referencia importante para México y, por ende, para Jalisco en casos análogos 

como el analizado. Respecto de la obligación de reparar el daño, resulta 

conveniente invocar el punto de la obra denominada Repertorio de Jurisprudencia 

del Sistema Interamericano de Derechos Humanos, que a la letra dice: “Es un 

principio de Derecho Internacional, que la jurisprudencia ha considerado ‘incluso 
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una concepción general de derecho’, que toda violación a una obligación 

internacional que haya producido un daño comporta el deber de repararlo 

adecuadamente. La indemnización, por su parte, constituye la forma más usual de 

hacerlo…”  

 

En su punto 44 se asienta:  

 
La obligación contenida en el artículo 63.1 de la Convención es de derecho internacional y éste 

rige todos sus aspectos como, por ejemplo, su extensión, sus modalidades, sus beneficiarios, 

etcétera. Por ello, la presente sentencia impondrá obligaciones de derecho internacional que no 

pueden ser modificadas ni suspendidas en su cumplimiento por el Estado obligado invocando 

para ello disposiciones de su derecho interno. 

 

El punto 49 establece sobre los actos humanos:  

 
El Derecho se ha ocupado de tiempo atrás del tema de cómo se presentan los actos humanos en 

la realidad, de sus efectos y de la responsabilidad que originan [...] La solución que da el Derecho 

en esta materia consiste en exigir del responsable la reparación de los efectos inmediatos de los 

actos ilícitos, pero sólo en la medida jurídicamente tutelada. Por otra parte, en cuanto a las 

diversas formas y modalidades de reparación, la regla de la restituido in integrum se refiere a un 

modo como puede ser reparado el efecto de un acto ilícito internacional, pero no es la única 

forma como debe ser reparado, porque puede haber casos en que aquélla no sea posible, 

suficiente o adecuada. De esta manera, a juicio de la Corte, debe ser interpretado el artículo 63.1 

de la Convención Americana.  

 

La restitución plena del derecho violado (restitutio in integrum) es abordada en el 

punto 26: 

 
La reparación del daño ocasionado por la infracción de una obligación internacional consiste en 

la plena restitución, lo que incluye el restablecimiento de la situación anterior y la reparación de 

las consecuencias que la infracción produjo y el pago de una indemnización como compensación 

por los daños patrimoniales y extrapatrimoniales incluyendo el daño moral.  

 

El punto 27 establece:  

 
La indemnización que se debe a las víctimas o a sus familiares en los términos del artículo 63.1 

de la Convención, debe estar orientada a procurar la restitutio inintegrum de los daños causados 

por el hecho violatorio de los derechos humanos. El desideratum es la restitución total de la 

situación lesionada, lo cual, lamentablemente, es a menudo imposible, dada la naturaleza 

irreversible de los perjuicios ocasionados, tal como ocurre en el caso presente. En esos supuestos, 

es procedente acordar el pago de una “justa indemnización” en términos lo suficientemente 

amplios para compensar, en la medida de lo posible, la pérdida sufrida.  
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La adecuada reparación del daño debe incluir:  

 

1. Daño emergente. Afectación al patrimonio, derivada inmediata y directamente 

de los hechos. En la legislación mexicana suele equipararse al daño en sentido 

amplio.  

 

2. Lucro cesante. Implica la ganancia o el beneficio que se dejó o dejará de percibir 

como consecuencia del hecho que causó el daño. En la legislación mexicana 

equivale al perjuicio, que en el presente caso no aplica.  

 

3. Daño físico. Es la lesión que sufre la persona en su cuerpo.  

 

4. Daño inmaterial. Es la lesión sufrida en los bienes no materiales que forman 

parte del patrimonio de las personas. Puede consistir en un daño jurídico, en un 

daño moral, en un daño al proyecto de vida o en un daño social, por los vínculos 

afectivos y sociales que sostenía con sus seres queridos.  

 

Dentro de este rubro podemos identificar los siguientes aspectos:  

 

 Daño jurídico. Es la lesión que sufren las personas en sus derechos. Este 

daño se ve especialmente reflejado por la violación de las garantías 

individuales y sociales previstas en la Constitución y en los instrumentos 

internacionales sobre la materia.  

 

 Daño moral. Es la lesión sufrida en el aspecto psíquico de la persona, de 

manera más precisa, en el emocional. Puede tener una dimensión individual o 

social. Tal afectación se refleja en los sentimientos de impotencia y 

susceptibilidad de los habitantes frente a las autoridades encargadas de velar 

por sus derechos.  

 

 Daño al proyecto de vida. Es el que afecta la realización de la persona que 

ha sido víctima de la violación, considerando su vocación, aptitudes, 

circunstancias, potencialidades y aspiraciones que le permitían fijarse 

expectativas de posible realización. Implica, por tanto, la pérdida grave o 

menoscabo de oportunidades de desarrollo personal.  

 



50 
 

 Daño social. Es el que se provoca en quienes pertenecen a la comunidad y 

entorno en que se perpetró el hecho, en el que alguna autoridad o servidor 

público tuvo intervención, ya sea por acción o por omisión, trasciende a quien 

o quienes sufrieron la afectación original, impacta en la sociedad y sienta un 

precedente que implica la pérdida de confianza y de consolidación de los 

encargados de velar por la seguridad pública y la aplicación de justicia.  

 

Para garantizar el cumplimiento de cada uno de estos elementos, la propia Corte 

Interamericana de Derechos Humanos ha establecido, entre otras medidas, las 

siguientes:  

 

Gastos y costas. Constituyen los pagos que se originen por los daños que se hayan 

causado tanto a la víctima como a los ofendidos.  

 

Medidas de satisfacción y garantía de no repetición. Acciones que efectúa el 

Estado para modificar prácticas administrativas o mecanismos de protección 

inadecuados.  

 

Medidas preventivas. Medidas tomadas como respuesta a un incidente para 

prevenir, minimizar o mitigar pérdidas o daños a los gobernados.  

 

Determinación y reconocimiento de responsabilidad. El objetivo es que el Estado 

acepte la falta que hayan cometido sus autoridades o servidores públicos. Es una 

medida significativa de satisfacción para las víctimas por los daños morales 

sufridos.  

 

En cuanto a los elementos constitutivos de la indemnización, el punto 38 refiere: 

“La expresión ‘justa indemnización’ contenida en el artículo 63.1 de la 

Convención, por referirse a una parte de la reparación y dirigirse a la ‘parte 

lesionada’, es compensatoria y no sancionatoria.”  

 

El deber de sancionar a los responsables es tema del punto 61: “Respecto a la 

continuación del proceso para la investigación de los hechos y la sanción de las 

personas responsables de una violación de derechos humanos es una obligación 

del Estado, que debe ser cumplida seriamente y no como una mera formalidad.”  
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Los criterios de interpretación de la Corte son el resultado del análisis minucioso 

que especialistas en derechos humanos han hecho de casos similares ocurridos en 

este continente. Aunque es cierto que en México serían aplicables los criterios 

pronunciados después de la aceptación de la competencia contenciosa, en cada 

caso resuelto por la Corte, posteriormente se actualiza la interpretación que esta 

hace de la Convención y con ello también surge la obligación para nuestro país de 

acatarla; de ahí que México debe aplicar esos criterios en su ámbito interno.  

 

El deber de indemnizar se basa, además, en la Declaración sobre los Principios 

Fundamentales de Justicia para las Víctimas de Delitos y del Abuso del Poder, 

proclamada por la Asamblea General de la ONU y adoptada por México el 29 de 

noviembre de 1985, que señala en los siguientes puntos:  

 
4. Las víctimas serán tratadas con compasión y respeto por su dignidad. Tendrán derecho 

al acceso a los mecanismos de la justicia y una pronta reparación del daño que hayan 

sufrido, según lo dispuesto en la legislación nacional.   

 

[…]        

 

11. Cuando funcionarios públicos u otros agentes que actúen a título oficial o cuasi oficial 

hayan violado la legislación penal nacional, las víctimas serán resarcidas por el Estado 

cuyos funcionarios o agentes hayan sido responsables de los daños causados. En los casos 

en que ya no exista el gobierno bajo cuya autoridad se produjo la acción u omisión 

victimizadora, el Estado o gobierno sucesor deberá proveer al resarcimiento de las víctimas.  

 

Es importante aclarar que uno de los pilares del Estado de derecho es la 

responsabilidad de los servidores públicos y de la administración a la que 

pertenecen frente a los ciudadanos, pues dicha responsabilidad es el mecanismo 

de cierre del sistema de protección de garantías de todo ciudadano frente a la 

acción del poder público administrativo.  

 

Uno de los regímenes de responsabilidad civil extracontractual del Estado es el 

que acepta que éste puede responder ante la sociedad civil según un sistema de 

responsabilidad objetiva basado en la causalidad entre la acción u omisión del 

órgano y el daño ocasionado al derecho de una persona.  

 

Al respecto, cabe precisar que atinadamente la Comisión Permanente del 

Congreso de la Unión aprobó la adición de un segundo párrafo al artículo 113 de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que se publicó en el 
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Diario Oficial de la Federación el 14 de junio de 2002, para quedar como sigue: 

“La responsabilidad del Estado por los daños que, con motivo de su actividad 

administrativa irregular, cause en los bienes o derechos de los particulares, será 

objetiva y directa. Los particulares tendrán derecho a una indemnización conforme 

a las bases, límites y procedimientos que establezcan las leyes”, que entró en vigor 

el 1 de enero de 2004.  

 

El Gobierno del Estado de Jalisco, mediante el decreto 20089, expidió la Ley de 

Responsabilidad Patrimonial del Estado de Jalisco y sus Municipios, aprobada el 

20 de agosto de 2003 y publicada el 11 de septiembre del mismo año, con vigencia 

desde el 1 de enero de 2004.  

 

Dicha ley regula en esencia la responsabilidad objetiva y directa del Estado en los 

daños que cause por su actividad administrativa irregular en los bienes o derechos 

de los particulares, quienes podrán exigir una indemnización conforme lo 

establecen las leyes, y al respecto, en sus artículos 1°, 2°, fracción I, 4°, 5°, 8°, 11, 

fracción II, 12, 16, 20, 24, fracciones I y III, 31 y 36, dispone: 

 
Artículo. 1°.  

La presente ley es reglamentaria del artículo 107 Bis de la Constitución Política del Estado 

de Jalisco, y sus disposiciones son de orden público y de interés general.  

 

El presente ordenamiento tiene por objeto fijar las base, límites y procedimientos para 

reconocer el derecho a la indemnización a quienes, sin obligación jurídica de soportarlo, 

sufran daños en cualquiera de sus bienes o derechos como consecuencia de la actividad 

administrativa irregular de los Poderes del Estado, sus dependencias y organismos públicos 

descentralizados, fideicomisos públicos estatales, organismos públicos autónomos, 

municipios, organismos descentralizados municipales, fideicomisos públicos municipales, 

y las empresas de participación mayoritaria estatal o municipal.  

 

La indemnización deberá ajustarse a los términos y condiciones señalados en esta ley y en 

las demás disposiciones aplicables en la materia.  

 

Artículo 2°.  

Para los efectos de esta ley se entenderá por:  

 

I. Actividad administrativa irregular: aquella acción u omisión que cause daño a los bienes 

o derechos de los particulares que no tengan la obligación jurídica de soportar, en virtud de 

no existir fundamento legal o causa jurídica de justificación para legitimar el daño de que 

se trate…  

 



53 
 

Artículo  4°. 

Los daños y perjuicios que constituyan la lesión patrimonial reclamada, incluidos los 

personales y morales, habrán de ser ciertos, evaluables en dinero, directamente relacionados 

con una o varias personas, y desproporcionados a los que pudieran afectar al común de la 

población.  

 

[…] 

 

Artículo  5°. 

Los ayuntamientos y las demás entidades a que se refiere la presente Ley, deberán 

establecer en sus respectivos presupuestos la partida que deberá destinarse para cubrir las 

responsabilidades patrimoniales que pudieran desprenderse de este ordenamiento…  

Artículo 8°.  

A falta de disposición expresa en esta ley, se aplicarán supletoriamente las contenidas en la 

Ley de Justicia Administrativa, Código Fiscal y Código Civil vigentes para el Estado.  

 

[…]  

 

Artículo 11.  

Los montos de las indemnizaciones se calcularán de la siguiente forma:  

 

[…] 

 

II. En el caso de daño moral, la autoridad calculará el monto de la indemnización de acuerdo 

a los criterios establecidos por el Código Civil del Estado de Jalisco, tomando igualmente 

la magnitud del daño.  

 

La indemnización por daño moral que las entidades estén obligadas a cubrir no excederá 

del equivalente de tres mil seiscientos cincuenta salarios mínimos vigentes en la zona 

metropolitana de Guadalajara, por cada reclamante afectado.  

Artículo 12.  

 

La cuantificación de la indemnización se calculará de acuerdo a la fecha en que sucedieron 

los daños o la fecha en que hayan cesado cuando sean de carácter continuo, sin perjuicio de 

la actualización de los valores al tiempo de su efectivo pago, de conformidad con lo 

dispuesto por el Código Fiscal del Estado.  

 

[…]  

 

Artículo 16. 

Los procedimientos de responsabilidad patrimonial del Estado o municipios se iniciarán de 

oficio o a petición de parte interesada.  

 

[…]  
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Artículo 20.  

Cuando el procedimiento se inicie a petición de parte, la reclamación deberá ser presentada 

ante la entidad presuntamente responsable.  

 

[…] 

 

Artículo 24.  

El daño patrimonial que sea consecuencia de la actividad administrativa irregular de la 

entidad deberá acreditarse ante las instancias competentes, tomando en consideración los 

siguientes criterios:  

 

I. En los casos en que la causa o causas productoras del daño sean claramente identificables, 

la relación causa-efecto entre el daño patrimonial y la acción administrativa imputable a la 

entidad deberá probarse plenamente; y  

 

[…]  

 

En su defecto, la causalidad única o concurrencia de hechos y condiciones causales, así 

como la participación de otros agentes en la generación del daño reclamado, deberá 

probarse a través de la identificación precisa de los hechos relevantes para la producción 

del resultado final, mediante el examen riguroso tanto de las cadenas causales autónomas o 

dependientes entre sí, como las posibles interferencias originales o sobrevenidas que hayan 

podido atenuar o gravar el daño patrimonial reclamado.  

 

[…]  

 

Artículo 31.  

En caso de concurrencia acreditada en los términos del artículo 24 de esta Ley, el pago de 

la indemnización correspondiente deberá distribuirse proporcionalmente entre todos los 

causantes del daño reclamado, de acuerdo a su respectiva participación.  

 

Artículo 36.  

Las entidades podrán repetir en contra de los servidores públicos el pago de la 

indemnización cubierta a los particulares en los términos de la presente Ley cuando, previa 

substanciación del procedimiento administrativo previsto en la Ley de Responsabilidades 

de los Servidores Públicos del Estado de Jalisco, se determine su responsabilidad, siempre 

y cuando la falta administrativa haya tenido el carácter de infracción grave.  

 

En la Ley General de Víctimas, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 

3 de mayo de 2013, se reconocen como derechos los siguientes: 

 
Artículo 2. El objeto de esta Ley es: 
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I. Reconocer y garantizar los derechos de las víctimas del delito y de violaciones a derechos 

humanos, en especial el derecho a la asistencia, protección, atención, verdad, justicia, 

reparación integral, debida diligencia y todos los demás derechos consagrados en ella, en la 

Constitución, en los Tratados Internacionales de derechos humanos de los que el Estado 

Mexicano es Parte y demás instrumentos de derechos humanos; 

 

II. Establecer y coordinar las acciones y medidas necesarias para promover, respetar, 

proteger, garantizar y permitir el ejercicio efectivo de los derechos de las víctimas; así como 

implementar los mecanismos para que todas las autoridades en el ámbito de sus respectivas 

competencias cumplan con sus obligaciones de prevenir, investigar, sancionar y lograr la 

reparación integral; 

 

III. Garantizar un efectivo ejercicio del derecho de las víctimas a la justicien estricto 

cumplimiento de las reglas del debido proceso; 

 

IV. Establecer los deberes y obligaciones específicos a cargo de las autoridades y de todo 

aquel que intervenga en los procedimientos relacionados con las víctimas; 

 

V. Establecer las sanciones respecto al incumplimiento por acción o por omisión de 

cualquiera de sus disposiciones. 

 

 

Artículo 4.  

Se denominarán víctimas directas aquellas personas físicas que hayan sufrido algún daño o 

menoscabo económico, físico, mental, emocional, o en general cualquiera puesta en peligro 

o lesión a sus bienes jurídicos o derechos como consecuencia de la comisión de un delito o 

violaciones a sus derechos humanos reconocidos en la Constitución y en los Tratados 

Internacionales de los que el Estado Mexicano sea Parte. 

 

[…]  

 

Artículo 7.  

Los derechos de las víctimas que prevé la presente Ley son de carácter enunciativo y 

deberán ser interpretados de conformidad con lo dispuesto en la Constitución, los tratados 

y las leyes aplicables en materia de atención a víctimas, favoreciendo en todo tiempo la 

protección más amplia de sus derechos. 

 

Las víctimas tendrán, entre otros, los siguientes derechos: 

 

I. A una investigación pronta y eficaz que lleve, en su caso, a la identificación y 

enjuiciamiento de los responsables de violaciones al Derecho Internacional de los derechos 

humanos, y a su reparación integral; 
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II. A ser reparadas por el Estado de manera integral, adecuada, diferenciada, transformadora 

y efectiva por el daño o menoscabo que han sufrido en sus derechos como consecuencia de 

violaciones a derechos humanos y por los daños que esas violaciones les causaron; 

 

La Ley de Atención a Víctimas del Estado de Jalisco, que fue promulgada 

mediante el decreto 24831/LX/14, aprobado el 26 de febrero de 2014, y publicada 

en el periódico oficial El Estado de Jalisco el 27 de ese mismo mes y año, con 

vigencia desde el 29 de marzo de ese año. En dicha ley se estableció la obligación 

del Estado para reparar los daños causados a las víctimas:  

 
Artículo 1.  

La presente Ley es de orden público, de interés social y de estricta observancia en todo el 

Estado de Jalisco, en términos de lo dispuesto por los artículos 1º, párrafo tercero, 17 y 20 

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, Tratados Internacionales en 

los que el Estado Mexicano sea parte, la Constitución Política del Estado de Jalisco y demás 

ordenamientos aplicables.  

 

La presente Ley obliga, en sus respectivas competencias, a las autoridades de los órdenes 

de gobierno Estatal y Municipal, así como a las instituciones y organismos que deban de 

velar por la protección de las víctimas del delito, a proporcionar ayuda, asistencia o 

reparación integral.  

 

[…]  

 

La reparación integral comprende las medidas de restitución, rehabilitación, compensación, 

satisfacción y garantías de no repetición, en sus dimensiones: individual, colectiva, 

material, moral y simbólica. Cada una de estas medidas será implementada a favor de la 

víctima teniendo en cuenta la gravedad y magnitud del hecho victimizante cometido o la 

gravedad y magnitud de la violación de sus derechos, así como las circunstancias y 

características del hecho victimizante.  

 

Artículo 2. El objeto de esta Ley es:  

 

I. Reconocer y garantizar los derechos de las víctimas del delito y de violaciones a sus 

derechos humanos, en especial el derecho a la asistencia, protección, atención, verdad, 

justicia, reparación integral, debida diligencia y todos los demás derechos consagrados en 

la Constitución General, en los Tratados Internacionales de derechos humanos de los que 

el Estado Mexicano sea parte, la Constitución Política del Estado de Jalisco y demás 

ordenamientos jurídicos que reconozcan derechos humanos;  

 

II. Establecer y coordinar las acciones y medidas necesarias para promover, respetar, 

proteger, garantizar y permitir el ejercicio efectivo de los derechos de las víctimas; así como 
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implementar los mecanismos para que todas las autoridades Estatales y municipales, en el 

ámbito de sus respectivas competencias, cumplan con sus obligaciones de prevenir, 

investigar, sancionar y lograr la reparación integral;  

 

III. Garantizar un efectivo ejercicio del derecho de las víctimas a la justicia en estricto 

cumplimiento de las reglas del debido proceso;   

 

IV. Establecer los deberes y obligaciones específicos a cargo de las autoridades estatales y 

municipales y de todo aquel que intervenga en los procedimientos relacionados con las 

víctimas; y 

 

V. Establecer las sanciones respecto al incumplimiento por acción o por omisión de 

cualquiera de sus disposiciones.  

 

Artículo 3.  

Esta Ley se interpretará de conformidad con la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, con los Tratados Internacionales, la Constitución Política del Estado de Jalisco 

y demás normativa aplicable favoreciendo en todo tiempo la protección más amplia de los 

derechos de las víctimas, aplicando siempre la disposición que más favorezca a la persona.  

 

Artículo 4.  

Para los efectos de esta Ley, se consideran víctimas aquellas personas físicas que hayan 

sufrido directa o indirectamente algún daño o menoscabo económico, físico, mental, 

emocional o en general cualquier riesgo o lesión a sus bienes jurídicos o derechos, como 

consecuencia de la comisión de un delito o violaciones a sus derechos humanos reconocidos 

en la Constitución Federal, en los Tratados Internacionales, la Constitución Política del 

Estado de Jalisco y demás normativa aplicable, derivadas de una averiguación previa, un 

procedimiento penal, o administrativo, o en su caso en una carpeta de investigación.  

 

[…]  

 

Artículo 5.  

Las políticas, programas, estrategias, lineamientos, acciones, mecanismos, medidas y 

procedimientos establecidos en esta Ley, y demás ordenamientos aplicables serán 

diseñados, ejecutados, evaluados y aplicando los siguientes principios:  

 

I. Dignidad. La dignidad humana es un valor, principio y derecho fundamental, base y 

condición de todos los demás derechos humanos. Implica la comprensión de la persona 

como titular y sujeto de derechos y a no ser objeto de violencia o arbitrariedades por parte 

del Estado o de los particulares.  

 

[…]  
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III. Complementariedad. Los mecanismos, medidas y procedimientos contemplados en esta 

Ley, en especial los relacionados con la asistencia, ayuda, protección, atención y reparación 

integral a las víctimas, deberán realizarse de manera armónica, eficaz y eficiente, 

entendiéndose siempre como procesos complementarios y no excluyentes.  

 

Tanto las reparaciones individuales y colectivas podrán ser de carácter administrativo o 

judicial, como las reparaciones colectivas deben ser complementarias para alcanzar la 

integralidad que busca la reparación.  

 

IV. Debida diligencia. El Estado deberá realizar las actuaciones necesarias para lograr el 

objeto de esta Ley, en especial la prevención, ayuda, atención, asistencia, derecho a la 

verdad, justicia y reparación integral a fin de que la víctima sea tratada y considerada como 

sujeto titular de derecho.  

 

El Estado y, en su caso los municipios, deberán propiciar el acceso real y efectivo de las 

víctimas a las medidas reguladas por la presente Ley, realizar prioritariamente acciones 

encaminadas al fortalecimiento de sus derechos, contribuir a su recuperación como sujetos 

en ejercicio pleno de sus derechos y deberes que se realicen en favor de las víctimas.  

 

V. Enfoque diferencial y especializado. Esta Ley reconoce la existencia de grupos de 

población con características particulares o con mayor situación de vulnerabilidad en razón 

de su edad, género, creencias, etnia, discapacidades, preferencias u orientación sexual, en 

consecuencia se reconoce que ciertos daños requieren de una atención especializada que 

responda a las particularidades y situación de riesgo al que se encuentren expuestas las 

víctimas.  

 

Las autoridades que deban aplicar esta Ley ofrecerán, en el ámbito de sus respectivas 

competencias, garantías especiales y medidas de protección a los grupos expuestos a un 

mayor riesgo de violación de sus derechos, como niñas y niños, jóvenes, mujeres, adultos 

mayores, personas con discapacidad, migrantes, miembros de pueblos indígenas, personas 

defensoras de derechos humanos, periodistas y personas en situación de desplazamiento 

interno. En todo momento se reconocerá el interés superior del menor.  

 

[…]  

 

VI. Enfoque transformador. Las autoridades que deban aplicar la presente Ley realizarán, 

en el ámbito de sus respectivas competencias, las acciones necesarias para que las medidas 

de ayuda, protección, atención, asistencia y reparación integral a las que tienen derecho las 

víctimas contribuyan a la eliminación de los esquemas de discriminación y marginación 

que provocaron los hechos victimizantes.  

 

[…]  
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X. Máxima protección. Toda autoridad de los órdenes de gobierno estatal y municipal debe 

velar por la aplicación más amplia de medidas de protección a la dignidad, libertad, 

seguridad y demás derechos de las víctimas del delito y de violaciones a los derechos 

humanos.  

 

Las autoridades adoptarán en todo momento, medidas para garantizar la seguridad, 

protección, bienestar físico y psicológico de las víctimas.  

 

XI. Mínimo existencial. Constituye una garantía fundada en la dignidad humana como 

presupuesto del estado democrático y consiste en la obligación de proporcionar a las 

víctimas y a su núcleo familiar un lugar en el que se les preste la atención adecuada para 

que superen su condición y cuenten con los elementos necesarios para asegurar su 

subsistencia y dignidad.  

 

 

Artículo 7.  

Los derechos de las víctimas establecidos en la presente Ley deberán ser interpretados de 

conformidad con lo dispuesto en la Constitución General, Local, los Tratados 

Internacionales en los que el Estado Mexicano sea parte, y los demás ordenamientos 

jurídicos aplicables en materia de atención a víctimas, favoreciendo la protección integral 

de sus derechos. Corresponderán a las Víctimas los siguientes derechos:  

 

II. A ser reparadas por el Estado de manera integral, adecuada, diferenciada, transformadora 

y efectiva por el daño o menoscabo que han sufrido en sus derechos como consecuencia de 

violaciones a derechos humanos y por los daños que esas violaciones les causaron;  

 
[…]  

 

VI. A solicitar y a recibir ayuda, asistencia y atención en forma oportuna, rápida, equitativa, 

gratuita y efectiva por personal especializado en atención al daño sufrido desde la comisión 

del hecho victimizante, con independencia del lugar en donde ella se encuentre, así como a 

que esa ayuda, asistencia y atención no dé lugar, en ningún caso, a una nueva afectación;  

 

VII. A la verdad, a la justicia y a la reparación integral a través de recursos y procedimientos 

accesibles, apropiados, suficientes, rápidos y eficaces;  

 

[…]  

 

XIX. A ser beneficiaria de las acciones afirmativas y programas sociales públicos para 

proteger y garantizar sus derechos;  

 

XX. A participar en la formulación, implementación y seguimiento de la política pública 

de prevención, ayuda, atención, asistencia y reparación integral;  
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XXI. A que las políticas públicas que son implementadas con base en la presente Ley tengan 

un enfoque transversal de género y diferencial, particularmente en atención a la infancia, 

los adultos mayores y población indígena;  

 

[…]   

 

XXX. A que se les otorgue, en los casos que proceda, la ayuda provisional. 

 

Artículo 18.  

Las víctimas tienen derecho a ser reparadas de manera oportuna, plena, diferenciada, 

transformadora, integral y efectiva por el daño como consecuencia del delito o hecho 

victimizante que las ha afectado o de las violaciones de derechos humanos, de las que han 

sido objeto, comprendiendo medidas de restitución, rehabilitación, compensación, 

satisfacción y medidas de no repetición.  

 

Artículo 19.  

Para los efectos de la presente Ley, la reparación integral comprenderá:  

 

I. La restitución: buscará devolver a la víctima a la situación anterior a la comisión del delito 

o a la violación de sus derechos humanos;  

 

II. La rehabilitación: buscará facilitar a la víctima hacer frente a los efectos sufridos por 

causa del hecho punible o de las violaciones de derechos humanos;  

 

III. La compensación habrá de otorgarse a la víctima de forma apropiada y proporcional a 

la gravedad del hecho punible cometido o de la violación de derechos humanos sufrida y 

teniendo en cuenta las circunstancias de cada caso;  

 

IV. La satisfacción: buscará reconocer y restablecer la dignidad de las víctimas;  

 

V. Las medidas de no repetición: buscarán que el hecho punible o la violación de derechos 

sufrida por la víctima no vuelva a ocurrir…  

 

La institución pública a la que corresponde reparar el daño en este caso es la 

Fiscalía General de Justicia del Estado, cuyos representantes y titulares en turno 

deben asumir la responsabilidad patrimonial sobre los hechos violatorios de 

derechos humanos cometidos en agravio de la parte agraviada, ya que no se les ha 

respetado su garantía a la debida aplicación de la justicia. 

 

Uno de los regímenes de responsabilidad civil extracontractual del Estado es el 

que acepta que éste puede responder ante la ciudadanía según un sistema de 
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responsabilidad objetiva basado en la causalidad entre la acción u omisión del 

órgano y el daño ocasionado al derecho de una persona.  

 

En consecuencia, la institución mencionada no puede negarse a aceptar 

responsabilidades sobre hechos violatorios de derechos humanos, ocurridas por 

omisiones que vulneran el contenido de nuestra Carta Magna y de los tratados 

internacionales enunciados de acuerdo con el artículo 133 constitucional.  

 

Como se dijo, el cumplimiento de esta indemnización tiene el significado de una 

justa reivindicación y el reconocimiento de la injusticia cometida, aunado al de 

una exigencia ética y política de que el gobierno municipal prevenga tales hechos 

y combata su impunidad.  

 

Porque, finalmente, el compromiso de atender estos derechos es responsabilidad 

del Estado en su totalidad, por lo que las acciones u omisiones que han propiciado 

dichas violaciones no pueden descontextualizarse de su ejercicio como servidores 

públicos, y están obligados a cumplir con las disposiciones legales en el ámbito de 

su encomienda. 

 

Por lo expuesto, y con fundamento en los artículos 102, apartado B, de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 4º y 10º de la 

Constitución de Jalisco; 7º, fracciones I y XXV; 28, fracción III, 66, 68, 72, 73, 

75, 76, 77, 78 y 79 de la Ley de la CEDHJ, así como 109, 119, 120, 121 y 122 de 

su Reglamento Interior, esta Comisión llega las siguientes: 

 

 

IV. CONCLUSIONES 

 

El agente del Ministerio Público José Sebastián Rodríguez Cortez violó los 

derechos humanos a la legalidad y seguridad jurídica por incumplimiento de la 

función pública en la procuración de justicia y el derecho a la igualdad en relación 

con los derechos de mujeres y de niñez de la parte agraviada, por lo que esta 

Comisión dicta las siguientes: 
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Recomendaciones: 

 

Al licenciado Carlos Antonio Zamudio Grave, fiscal regional del Estado de 

Jalisco: 

 

Primera. Gire instrucciones a quien corresponda para que se realicen las acciones 

necesarias que garanticen los derechos de quien en esta Recomendación ha sido 

acreditada  como víctima de violaciones de  derechos humanos, consistentes en el 

acceso a la verdad, a la justicia y a la reparación del daño; que dé inmediata 

celeridad a la elaboración  del dictamen médico solicitado al IJCF y se desahoguen 

a la brevedad todas las diligencias tendentes a esclarecer la responsabilidad de 

quien haya incurrido en actos violatorios aquí investigados y se resuelva conforme 

a derecho la averiguación previa […].    

 

Segunda. Gire instrucciones al personal de la administración a su cargo que tenga 

las atribuciones legales suficientes para que tramite y concluya un procedimiento 

administrativo en contra del José Sebastián Rodríguez Cortez, en el que se tomen 

en cuenta las consideraciones y fundamentos expuestos en el cuerpo de la presente 

Recomendación. Lo anterior, de conformidad con los artículos 62, 64 y 69 de la 

Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado de Jalisco, y se 

haga hincapié en que durante la sustanciación del procedimiento se garantice su 

derecho de audiencia y defensa. 

 

Es oportuno señalar que para esta Comisión, la no instauración de los 

procedimientos tendentes a resolver sobre la responsabilidad de los servidores 

públicos respecto de violaciones de derechos humanos, así como simularlos o 

imponer sanciones demasiado leves, contrarias al principio de proporcionalidad, 

es igualmente grave y vulnera el Estado de derecho, pues con ello se propicia la 

impunidad, se rompe el principio de legalidad y deja de cumplirse con los fines de 

la aplicación de las penas y sanciones, en el sentido de que deben ser ejemplares, 

inhibitorias y educativas.  

 

Tercera. Ordene que se agregue copia de la presente resolución al expediente 

administrativo del fiscal José Sebastián Rodríguez Cortez, para que quede 

constancia de que vulneró derechos humanos.   
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Cuarta. Disponga lo necesario para que, como parte de la reparación del daño tanto 

de la víctima del delito como de sus familiares, se les proporcione tratamiento 

médico y psicológico especializado, a fin de que superen el grado de afectación 

emocional que puedan estar padeciendo. 

 

Quinta. Instruya la capacitación del personal que integra la agencia del Ministerio 

Público donde se desarrollaron los hechos, y en general del personal que presta 

sus servicios en las distintas áreas de la Fiscalía Regional, sobre temas de 

actualización en materia de derechos de las víctimas y de perspectiva de género 

en la función pública. Lo anterior, como una garantía de no repetición que permita 

que en todo procedimiento se cumpla de manera plena con la protección de las 

víctimas, se les proporcione ayuda, asistencia y, en su caso, tengan acceso a la 

reparación integral de los daños sufridos, entendiendo por ésta las medidas de 

restitución, rehabilitación, compensación, satisfacción y garantías de no 

repetición, en sus dimensiones individual, colectiva, material, moral y simbólica. 

 

Las anteriores recomendaciones son públicas y serán difundidas de inmediato por 

los medios de comunicación, de acuerdo con los artículos 76 y 79 de la Ley de la 

Comisión Estatal de Derechos Humanos y 120 de su Reglamento Interior. 

 

Con fundamento en los artículos 72, 73, 76, 77y 78 de la Ley de la CEDHJ, se 

informa a las autoridades a las que se dirige la presente Recomendación, que tiene  

diez días hábiles, contados a partir de la notificación correspondiente, para que 

informen a este organismo si fue aceptada o no; en caso afirmativo, esta Comisión 

únicamente quedará en espera de las constancias que acrediten su cumplimiento, 

las cuales deberán presentarse dentro de la los quince días hábiles siguientes a la 

fecha de aceptación. 

 

Atentamente 

 

Doctor Felipe de Jesús Álvarez Cibrián 

Presidente 
 

 

 

 

 

 

 

Ésta es la última página correspondiente a la Recomendación 6/2016, la cual consta de 64 hojas. 


